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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 127  

DE 2016 SENADO
por medio de la cual se adoptan criterios de política 
pública para los programas estatales de reducción 
de la pobreza y pobreza extrema, promoción de la 
movilidad social y se regula el funcionamiento del 

Programa Familias en Acción.
1. Síntesis del proyecto
El proyecto de ley busca estimular la superación 

de las condiciones de pobreza y pobreza extrema y 
mejorar los factores de movilidad social por medio 
del Programa Familias en Acción. Para esto se pro-
pone incluir en la Ley 1532 de 2012 los siguientes 
cambios:

1.1. Educación superior

Familias en Acción culminaron su ciclo en educa-
ción básica y media (DPS, 2016). El proyecto de ley 
busca que estos 157 mil estudiantes que completaron 
su bachillerato de manera satisfactoria, de acuerdo a 

-
to Administrativo para la Prosperidad Social, tengan 
acceso preferente a programas en instituciones de 
educación superior.

1.2. Formación para el trabajo de las madres y 
padres los titulares de programa

Los titulares del programa y miembros promovi-
dos de Familias en Acción gozarán de acceso prefe-
rente para los programas de formación para adultos 
realizados por el gobierno. Estos programas estarán 
orientados a garantizar de forma progresiva el acce-

emprendimiento laboral y a la búsqueda de la esta-
bilidad laboral de las titulares de las familias bene-

1.3. Prevención del embarazo en la adolescencia
En el marco de Más Familias en Acción, el Mi-

nisterio de Educación Nacional, ICBF, y el Departa-
mento Administrativo para la Prosperidad Social en 
coordinación del Ministerio de Salud y Protección 
Social garantizarán el diseño, implementación y arti-
culación de acciones, planes y programas de preven-
ción del embarazo en la adolescencia.

1.4. Educación básica y media
El programa garantizará el subsidio para estu-

diantes en los 9 años de educación básica y 2 años 
de educación media, de acuerdo al diseño vigente 
del Departamento Administrativo para la Prosperi-
dad Social (DPS).

programa
El proyecto de ley garantizará la focalización en 

la zona rural para el programa Más Familias en Ac-
ción. Lo cual implica que los nuevos cupos asignados 
dentro del programa irán destinados prioritariamente 
con el siguiente orden: i) zonas rurales dispersas, ii) 
zonas rurales y iii) cabeceras municipales.

1.6. Competencias ciudadanas y comunitarias
El programa Más Familias en Acción garantizará 

el componente de Competencias ciudadanas y comu-

son un conjunto de actividades que impulsa las capa-
cidades individuales y colectivas de las familias be-

educación sexual y reproductiva, educación nutricio-

pertenecientes a Más Familias en Acción.

Acción son: las familias que se encuentren en pobre-
za, según los criterios establecidos por el Gobierno 
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nacional a través del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social; las familias en situación 
de desplazamiento y las familias indígenas que cum-
plan los criterios establecidos por el Ministerio del 
Interior y el Departamento Administrativo para la 
Prosperidad Social.

Proponemos un nuevo enfoque de focalización 
-

pobreza extrema según los criterios de focalización 
del Departamento Administrativos para la Prosperi-
dad Social.

1.8. Tipos de transferencias monetarias
El proyecto de ley propone que cada año el Depar-

tamento Administrativo para la Prosperidad Social 
en conjunto con el Ministerio de Hacienda y Crédi-
to Público, reajusten el monto de las transferencias 

país. En todo caso, el valor de la transferencia mone-
taria no podrá disminuir frente a la vigencia del año 
inmediatamente anterior.

incumplen condiciones
El proyecto de ley busca que Más Familias en 

-
rias que incumplen las condiciones establecidas por 

mitigación pertinentes y de entender las causas que 
originan dicho incumplimiento.

1.10. Competencias entidades territoriales
El proyecto de ley busca corresponsabilizar a las 

administraciones municipales, departamentales y 
gobernaciones del funcionamiento del programa en 
los municipios y corregimientos departamentales.

2. Competencia y asignación
Mediante comunicación del 16 de septiembre de 

-
sado en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, fuimos 
designados como ponentes en primer debate del Pro-
yecto de ley número 127 de 2016 Senado, por medio 
de la cual se adoptan criterios de política pública para 
los programas estatales de reducción de la pobreza y 
pobreza extrema, promoción de la movilidad social y se 
regula el funcionamiento del Programa Más Familias 
en Acción radicado el día 30 de agosto de 2016.

3. Trámite del proyecto
Origen: Congreso de la República.
Autores de la iniciativa: Honorables Senadores 

y Senadoras: Claudia López, Jorge Iván Ospina Gó-
mez, Édinson Delgado Ruiz, Antonio José Correa, Iván 
Leonidas Name Vásquez, Antonio José Navarro Wolff, 

Jorge Eliéser Prieto Riveros, Alexánder López Maya, 
Doris Clemencia Vega Quiroz, Juan Manuel Galán 
Pachón, Manuel Mesías Enríquez Rosero y Roosvelt 
Rodríguez Rengifo. Honorables Representantes: An-
gélica Lozano Correa, Óscar Ospina Quintero, Víctor 
Javier Correa Vélez y Ana Paola Agudelo García.

Ponentes para primer debate: Senador Jorge 
Iván Ospina (Coordinador), Senador Édinson Delga-
do y Senador Antonio José Correa.

El presente proyecto de ley se construyó en con-
junto con el Departamento Administrativo para la 
Prosperidad Social, con el objetivo abogar por una 
mejor movilidad social por medio de una reforma a 
la Ley 1532 de 2012 “por medio de la cual se adop-
tan criterios de política pública para los programas 
estatales de reducción de la pobreza y pobreza extre-
ma, promoción de la movilidad social y se regula el 
funcionamiento del Programa Más Familias en Ac-
ción” El proyecto de ley principalmente busca abo-
gar por la mejora de la movilidad social por medio 
de la reducción del embarazo adolescente, acceso 
preferente a los jóvenes que hacen parte del Progra-
ma Más Familias en Acción, priorización en la zona 
rural, formación para el trabajo de los titulares del 
programa, entre otros.

4. Explicación del proyecto de ley
4.1. Contexto del Programa Más Familias en 

Acción
Más Familias en Acción (MFA), antes llamado 

Familias en Acción, es un programa de transferencias 
monetarias condicionadas (TMC) dirigido por el De-
partamento Administrativo para la Prosperidad Social 
(DPS), que busca contribuir a la superación y preven-
ción de la pobreza y la formación de capital humano 
por medio de la creación de incentivos para la perma-
nencia en la educación y mejora en la nutrición de la 
población pobre y vulnerable (DPS, 2013; 2014).

4.1.1. Alcance
El desarrollo del programa se realizó en tres fa-

ses. La primera, se dio del año 2000 al 2006, con 
una cobertura de 848 municipios atendiendo a 700 
mil familias, 83% del nivel 1 del Sisbén y 17% en si-
tuación de desplazamiento, principalmente en el área 
rural. La segunda fase fue del 2007 al 2012, donde se 
amplió la cobertura a familias urbanas, la población 
indígena y centros urbanos, atendiendo a 2,8 millo-

rurales y 38% en medianas y grandes ciudades). La 
fase actual empezó luego de la aprobación de La Ley 
1532 de 2012, que convierte a Familias en Acción 
en una política de Estado. En la Tabla 1 se observa 
la focalización por fase, los recursos invertidos y las 

TABLA 1. FASES FAMILIAS EN ACCIÓN

Fase Dinero invertido
(cifras en miles de millones) Focalización

2000-2006
700 mil

(83% nivel 1 Sisbén y 17%  
situación de desplazamiento)

$1.164
(2002- 2006)

-Población en condición de pobreza rural
-Población en condición de desplazamiento. 
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Fase Dinero invertido
(cifras en miles de millones) Focalización

2007-2012
2,8 millones

(62% municipios rurales y 38% de 
medianas  

y grandes ciudades)
$6.944

-Ampliación de familias rurales
-Población indígena
-Inclusión de centros urbanos 

2013-Hoy 2,6 millones
(Todos los municipios del país)

$6.199
(2013- Agosto 2016)

-Población en Red Unidos
-Población en el Registro Único de Víctimas
-Asignación puntaje Sisbén III, según desagre-

Fuente: Elaboración propia con datos DPS (2016)

etapas: i) caracterizar a los municipios de conformidad 
con los criterios de urbanización y pobreza; ii) seleccio-
nar a los municipios según sus características estableci-
das; iii) diferenciar montos de los incentivos a otorgar, 
según grupos de municipios de intervención. En la Tabla 

TABLA 2. CLASIFICACIÓN MUNICIPAL  
DE MFA

Grupo  
Municipal Municipios

1 Bogotá

2
Armenia, Barranquilla, Bucaramanga, Cali, Cartagena, 
Cúcuta, Florencia, Ibagué, Manizales, Medellín, 
Montería, Neiva, Pasto, Pereira, Popayán, San Andrés, 
Santa Marta, Sincelejo, Tunja, Valledupar y Villavicencio. 

3 Municipios con incidencia de pobreza por IPM inferior al 
70% (según datos censo 2005)

4 Municipios con incidencia de pobreza por IPM del 70% 
o superior (según datos censo 2005)

Fuente: DPS (2016)

atendida por el programa es focalizada por cuatro 
grupos poblacionales. El primero es por el puntaje 

Tabla 3); el segundo, es si la familia hace parte de la 
-

gistro Único de Víctimas (RUV) y el cuarto, si hace 
parte de los listados de población indígena otorgados 
por el Ministerio del Interior.

TABLA 3. ÁREAS DE DESAGREGACIÓN 
DEL SISBÉN

Puntaje –  
Sisbén III

Área 1. Principales ciudades sin sus áreas metropolitanas: 
Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, Cartagena, 
Bucaramanga, Cúcuta, Ibagué, Pereira, Villavicencio, 
Pasto, Montería, Manizales y Santa Marta. 

0-30.56

Puntaje –  
Sisbén III

Área 2. Resto Urbano, compuesto por la zona urbana 
diferente a las 14 principales ciudades, centros poblados, 
y zona rural dispersa de las 14 ciudades. 

0-32.20

Área 3. Rural, conformada por la zona rural dispersa 
diferente a la zona rural dispersa de las 14 principales 
ciudades. 

0-29.03

Fuente: DPS (2016)

4.1.2. Incentivos
El programa entrega dos tipos de incentivos a fa-

milias en situación de desplazamiento, familias indí-
genas y familias en situación de pobreza y pobreza 
extrema con hijos menores de 18 años. Un subsidio 
en educación, que busca incentivar la permanencia 

-
ción que busca mejorar la salud de los menores du-
rante la etapa crítica de crecimiento.

El subsidio de educación se otorga a las familias 
con niños, niñas y adolescentes -NNA- entre 7 y 18 
años de edad (se entrega un incentivo por cada NNA 

condicionado a la asistencia del 80% de las clases y 
la no pérdida de más de dos años escolares. La trans-
ferencia se entrega cada dos meses (5 veces al año), 
menos en el periodo de vacaciones escolares. “En 

años de edad, debe estar cursando mínimo 10° grado, 
y si tiene 20 años grado 11°” (DPS, 2016).

El subsidio de salud y nutrición es otorgado a las 
familias con niñas y/o niños entre los 0 y 6 años de 
edad condicionado a controles de crecimiento y de-
sarrollo cada dos meses (6 veces al año). Es impor-
tante aclarar que el monto del subsidio es diferen-
ciado entre las zonas rurales y las zonas urbanas del 
país. En la Tabla 4 se observa los montos asignados 
para cada subsidio según las características.

TABLA 4. VALORES DE LAS TRANSFERENCIAS BIMESTRALES DE SALUD  
Y EDUCACIÓN DE ACUERDO AL GRUPO MUNICIPAL 2015

Grupo 
Municipal

Salud($) Educación ($)
Niños de 0-7  

años
Preescolar  

(grado transición)
Básica Primaria 

(grados 1-5)
Básica Secundaria 

(grados 6-8)
Básica Secundaria 
(grado 9°) y Media 

(grado 10°)
Media  

(grado 11)
1 63.525 0 0 26.475 31.775 47.650
2 63.525 21.175 10.600 26.475 31.775 47.650
3 63.525 21.175 15.900 31.775 37.050 52.950
4 74.100 21.175 15.900 31.775 42.350 58.225

Nota: Las cantidades están expresadas en pesos colombianos.
Fuente: DPS (2015).
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Los NNA en condición de discapacidad deben: i) 
ser miembros participantes del programa MFA, ii) 

registrada en el Sistema de Matricula Estudiantil de 
Educación Básica y Media (SIMAT), iii) estar inscri-
tos en el registro de Localización y Caracterización 
de la Población con Discapacidad (PLCPCD) (DPS, 
2016). Los montos que reciben son los indicados en 
la Tabla 4.

ley
4.2.1. Ampliar miembros de las familias vin-

por el programa
La evidencia internacional muestra a partir de las 

experiencias de México y Chile, los programas de 
trasferencias monetarias han pasado de brindar un 
servicio sólo a menores de edad, a uno de atención 

de dichas transferencias. En Chile, se incluye dentro 
del programa de transferencias monetarias condicio-
nadas al adulto mayor, madres de familia, y meno-
res de edad en situación de vulnerabilidad y jóvenes 
mayores de 24 años (CEPAL, 2016). En México las 
transferencias otorgadas por el programa también 
van dirigidas al adulto mayor, madres de familias, 
niños, niñas y adolescentes (Cecchini & Madariaga, 
2011).

En Colombia, la atención que da Más Familias en 
Acción está limitada a otorga subsidio de educación 
y nutrición únicamente a hogares con niñas, niños y 
adolescentes. El subsidio de nutrición va dirigido a 
mejorar la salud de menores de 7 años, mientras que 
el subsidio de educación busca mejorar la asistencia 
escolar y disminuir el riesgo de deserción a los estu-
diantes menores de 18 años.

El presente proyecto de ley, permite que los titu-
lares del programa y los jóvenes graduados del cole-
gio en transición de ingreso a educación a educación 
superior, tengan acceso preferente a los programas 
que brinda el Estado.

4.2.2. Formación y desarrollo de los titulares 
del programa

Para que exista movilidad social en un país, las 
características de los padres juegan un papel funda-
mental en determinar las variables de resultado edu-
cativas de los hijos (Tenjo y Bernal, 2004 en Bedo-
ya, García, Rodríguez, & Sánchez, 2015). Tenjo y 
Bernal (2004), encuentran que la educación relativa 
de los hijos está relacionada con la educación rela-

educativos de la madre determinan directamente los 
logros educativos de sus hijos.

En Colombia, Bernal et al (2009), muestra que las 
mujeres sin educación no sólo tienden a tener más 
hijos que las mujeres educadas, sino que terminan 

que existe un efecto entre los logros educativos de 
las madres sobre el nivel educativo que sus hijos al-
canzarán (Bedoya et al., 2015). Por esto es impor-
tante la creación de estrategias de superación de po-

programa.
Con este proyecto de ley se quiere adelantar un 

paso adicional a la formación de los titulares de 
MFA, como principales responsables de la familia. 
Villa (2012), muestra en su estudio en el cual anali-
za las transferencias monetarias condicionadas y el 
mercado laboral, que Familias en Acción aumenta la 
probabilidad de tener un empleo formal entre las mu-

-
bres adultos (Barrientos & J., 2012). Por esto es im-
portante implementar un componente de educación 

Acción.
Actualmente el programa cuenta con un regis-

tro de 2.476.116 familias atendidas, de las cuales 
2.228.504 tienen a una madre como titular del nú-
cleo familiar, es decir el 89,9% de los titulares son 
mujeres, de las cuales el 29,32% son menores de 30 
años (DPS, 2016). Adicionalmente, sabemos que el 

en Acción presentan como último nivel alcanzado en 
educación en primaria. Esto genera una alerta im-
portante y un espacio de oportunidad, para brindarle 
herramientas a las familias para superar la pobreza y 
la pobreza extrema.

Por esto, el proyecto de ley busca que los titulares 
del programa tengan acceso preferente a programas 
de formación para adultos, educación, emprendi-
miento y empleabilidad brindados por el gobierno.

4.2.3. Garantizar acceso preferente a progra-
mas de educación superior

Según el artículo 67 de la Constitución Política 
de Colombia, “La educación es un derecho de la 
persona y un servicio público que tiene una función 
social; con ella se busca el acceso al conocimiento, 
a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y va-
lores de la cultura”.

La mayor deserción en educación básica y media 

Acción se ve en el grado décimo. Este proyecto de 
ley busca que los estudiantes tengan incentivos para 
permanecer en el sistema educativo y alcanzar sus 
estudios en educación superior.

Fuente: DPS, 2016

Familias en Acción culminaron su ciclo en educa-
ción básica y media (DPS, 2016). El presente pro-
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yecto de ley busca que estos 157 mil estudiantes que 
completaron su bachillerato de manera satisfactoria, 
tengan acceso preferente a programas de educación 
superior. Más Familias en Acción garantizará a los 

acceso preferente a los programas estatales y guber-
namentales que cumplan con el mismo objetivo.

Por ejemplo, el programa Jóvenes en Acción, de-
mandaría que los cupos nuevos otorgados se destina-

-
milias en Acción. Actualmente, solo el 9,4% de los 

proyecto de ley se pretende que esta cifra aumen-
te, no solo para Jóvenes en Acción, sino para otros 
programas que cumplan con el propósito de permitir 
acceso y permanencia en la educación superior de 

Esta propuesta se busca garantizar el tránsito del 
colegio a la educación superior y garantizar una for-
mación para el trabajo de los jóvenes.

4.2.4. Focalización del programa
El programa Más Familias en Acción actualmente 

pobreza y pobreza extrema según lo establecido por 
el Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social, las familias en situación de desplazamiento y 
las familias indígenas y afrodescendientes bajo los 
criterios del Ministerio del Interior. Proponemos en 

-

en situación de pobreza y pobreza extrema según lo 
establecido por el Departamento Administrativo para 
la Prosperidad Social, con priorización a las fami-
lias en situación de desplazamiento, indígenas y/o 
afrodescendientes que cumplan con esta condición. 
Con esto se busca que la población atendida por Más 
Familias en Acción sea efectivamente la más vulne-
rable de todas.

4.2.5. Prevención del embarazo en la adoles-
cencia

La mujer embarazada es sujeto de especial pro-
tección en la Constitución Política de Colombia.

Artículo 43. La mujer y el hombre tienen iguales 
derechos y oportunidades. La mujer no podrá ser so-
metida a ninguna clase de discriminación. Durante 
el embarazo y después del parto gozará de especial 
asistencia y protección del Estado, y recibirá de este 
subsidio alimentario si entonces estuviere desem-
pleada o desamparada.

El Estado apoyará de manera especial a la mujer 
cabeza de familia.

Según la Sentencia C-507/04
El derecho de las mujeres adolescentes a que se 

les garantice un desarrollo libre, armónico e inte-
gral y a gozar el pleno ejercicio de sus derechos es 
sometido a un grado de afectación alta cuando se 
casan precozmente, en especial en los casos en que 
además tienen lugar embarazos prematuros. En los 
matrimonios precoces la mujer adolescente suele 
asumir cargas y responsabilidades que transforman 

su vida radicalmente, no sólo en los meses y años 
siguientes al matrimonio, sino a lo largo de toda su 
existencia, especialmente si se tiene hijos a tan corta 
edad. Las niñas que se casan a edades tempranas 
truncan su desarrollo educativo, social y económico, 
deben encarar el mundo de la adultez antes de tiem-
po, con inexperiencia y con grave incidencia sobre 
su desarrollo individual. Además, los embarazos a 
temprana edad suelen tener lugar en los matrimo-
nios precoces también pueden afectar su salud y la 
de sus futuros hijos.

Sentencia C-543/10
La Constitución de 1991 contempló una amplia 

protección constitucional a favor de la mujer emba-
razada, de la madre trabajadora –antes y después 
del parto– así como de la niñez. Esto, como con-
secuencia de un conjunto de objetivos sentados de 
manera expresa en la misma Carta Política, entre 
los cuales, ocupan lugar preeminente: (i) el logro 
efectivo de la igualdad entre los géneros (artículo 43 
C.P.); (ii) la protección de la vida (artículos 2°, 11, 
44); (iii) el amparo de la familia como institución 
básica de la sociedad (artículos 5° y 42 C. P.); (iv) la 
garantía de los derechos de la madre en cuanto una 

de los derechos de las niñas y de los niños, derechos 
estos, que por orden del artículo 44 superior deben 
ampararse de modo prevalente. En esta misma línea 
de pensamiento, sobresale el mandato contempla-
do en el artículo 43 superior que ordena al Estado 
conferir a la mujer durante el embarazo y después 
del parto, especial asistencia y protección así como 
manda otorgarle subsidio alimentario en el caso en 
que ella se encuentre desempleada o desamparada.

El embarazo adolescente tiene altas repercusiones 
sobre la movilidad social de las mujeres y sus hijos 
(Peña et al, 2014). Las consecuencias de ser madre 
adolescente se relacionan con un “menor nivel de 
escolaridad, probabilidad menor en 19% de partici-
par en el mercado laboral, mayor número de hijos 
y también una alta probabilidad de casarse más de 
una vez” (Núñez y Cuesta, 2006 en Galindo 2011). 
Igualmente, está demostrado que existe relación en-
tre la incidencia en el embarazo adolescente con la 
condición socioeconómica de los hogares y al acceso 
a educación sexual (Galindo, 2011; Profamilia, 2011 
en Peña et al. 2014).

En Colombia, la tasa de embarazo adolescente 
aumentó en la década de los noventa, a diferencia 
de otros países de la región donde disminuyó (Ber-
nal & Camacho, 2014). Según la Encuesta Nacio-
nal de Demografía y Salud (ENDS 2010), el 19,5% 
de las adolescentes entre 15 y 19 años han estado 
alguna vez embarazadas. Es decir que una de cada 
cinco adolescentes entre los 15 y 19 años es madre 
o estuvo embarazada. En la zona rural el panorama 
es peor, la tasa de embarazo adolescente alcanza has-
ta un 26%, en comparación con un 17% de la zona 
urbana. Igualmente existe una diferencia muy mar-
cada dependiendo del estatus socioeconómico de las 
personas. La tasa de embarazo adolescente es mayor 
para los quintiles más bajos y menor en los más altos 
(Galindo, 2011). Según los datos de la ENDS (2010), 
el quintil más bajo presenta una tasa de embarazo 
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adolescente del 29,9%, mientras el quintil más alto 
tiene una tasa de 9,1%.

Un estudio de Cortés, Gallego y Maldonado 
(2015), muestra que el efecto de los programas de 
transferencias monetarias condicionadas para educa-
ción, la disminución del embarazo adolescente de-
pende de los límites y condiciones que se establecen 
por el programa. Para el caso de Bogotá el programa 
Subsidio educativo ata la renovación de la transfe-
rencia a cumplir un mínimo de asistencia diaria por 
parte del estudiante. Esto lleva que la reducción en 
el embarazo en la adolescencia de este programa sea 
mayor en comparación con el programa Más Fami-
lias en Acción.

Actualmente, la tasa de embarazo adolescente de 
-

lias en Acción es del 20,44% (DPS, 2016). El ma-
yor número de casos de embarazo en la adolescencia 
se encuentra entre los 17 y 19 años de edad. Para 
disminuir esta tasa, proponemos la implementación 
de una estrategia de prevención del embarazo en la 
adolescencia, dentro del marco de Más Familias en 
Acción. El Ministerio de Salud y Protección Social 
coordinará dicha estrategia, que le otorgará al Minis-
terio de Educación Nacional, el ICBF y el Departa-
mento Administrativos para la Prosperidad Social la 
creación de una estrategia focalizada en prevención 
y reducción del embarazo en la adolescencia de los 

-
nes, planes y programas de la estrategia deberán in-
corporar como mínimo:

i) La formación de competencias para la toma de 
decisiones informadas;

ii) El desarrollo de conocimientos y la construc-
ción de proyectos de vida de niños, niñas y adoles-

culminación del ciclo educativo;
iii) La reducción de los factores de vulnerabilidad 

y comportamientos de riesgo y
iv) y el estímulo de los factores protectores y el 

aumento de hábitos saludables de vida.
Igualmente, el Ministerio de Educación Nacio-

nal, el Ministerio de Salud y Protección Social y el 
ICBF, deberán realizar el monitoreo y seguimiento 
a las acciones, planes y programas para la preven-
ción y reducción del embarazo en la adolescencia. 
Las evaluaciones de impacto de las acciones, planes 
y programas implementados estarán a cargo del Mi-
nisterio de Salud y Protección Social y del Departa-
mento Nacional de Planeación.

4.2.6. Competencias ciudadanas y comunita-
rias

Actualmente Más Familias en Acción cuenta 
con un programa de formación para la vida llamado 
Bienestar Comunitario que busca dar herramientas a 

Comunitario permite la capacitación para la forma-

y reproductiva para las familias y la oportunidad 
para que las familias adquieran alimentos de mejor 
calidad para crear un balance nutricional apropiado 
(Núñez, 2011; UT Econometría & SEI, 2012).

En el presente proyecto de ley se busca que Más 
Familias en Acción garantice este componente de 
Competencias Ciudadanas y Comunitarias para sus 

-
gresiva la educación sexual, educación nutricional 

la integralidad de los servicios brindados por Más 
Familias en Acción. Especialmente, se incorpora la 
actuación de entidades como el Ministerio de Edu-
cación, SENA e ICBF como actores que implemen-
tarán el programa bajo la coordinación del Depar-
tamento Administrativo para la Prosperidad Social.

programa
Proponemos que Más Familias en Acción garan-

tice la focalización en la zona rural. Lo cual implica 
que los nuevos cupos asignados dentro del programa 
irán destinados según la siguiente priorización: i) zo-
nas rurales dispersas, ii) zonas rurales, y iii) zonas 
urbanas cabeceras.

Fuente: DNP, 2015
-

breza multidimensional y monetaria en Colombia, ha 
sido mayor en las zonas rurales en comparación con 
las zonas urbanas para todos los años en el periodo 
comprendido entre el 2010 y 2014.

4.2.8. Tipos de transferencias monetarias
El presupuesto asignado a Más Familias en Ac-

ción ha ido disminuyendo y por lo tanto la inversión 
del Departamento Administrativo para la Prosperi-
dad Social en el programa también. El proyecto de 
ley propone que cada año el Departamento Adminis-
trativo para la Prosperidad Social en conjunto con el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público reajusten 
el monto de las transferencias de acuerdo con el mar-

el valor de la transferencia monetaria no podrá dis-
minuir frente a la vigencia del año inmediatamente 
anterior.
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incumplen condiciones

Actualmente, Más Familias en Acción no tiene 

incumplen con las condiciones del programa. En el 
proyecto de ley se busca establecer este seguimiento 

-
van a dicho incumplimiento y establecer acciones de 
mitigación pertinentes.

4.2.10. Competencias entidades territoriales

Actualmente, Más Familias en Acción no asigna 
-

les. Esto lleva a que la implementación del progra-
ma no venga directamente desde la región, causando 
problemas de información en su implementación. El 
proyecto de ley busca corresponsabilizar a las admi-
nistraciones municipales, departamento y goberna-
ciones del funcionamiento del programa los munici-
pios o corregimientos departamentales.

5. Contexto internacional

Los programas de transferencia monetaria con-
dicionada se implementan en toda América Latina 
desde la década de los noventa. Estos programas se 
caracterizan por “entrega de recursos monetarios y 
no monetarios a familias en situación de pobreza o 
pobreza extrema que tienen hijos menores de edad, 
con la condición de que estas cumplan con ciertos 
compromisos asociados al mejoramiento de sus ca-
pacidades humanas” (Cecchini & Madariaga, 2011). 
A continuación, se explica brevemente las caracte-
rísticas de los programas de Chile y México que han 
servido como ejemplo en América Latina.

5.1. Chile

Generalidades En Chile, el primer programa de trasferencias monetarias 
condicionadas se llamó Chile Solidario. Este nació en el 
2002 como un programa que atiende a familias que se 
encuentran en situación de vulnerabilidad. “En términos 

articular al conjunto de la oferta pública en torno a 

nuevos componentes focalizados para las familias en 

al Ingreso Ético Familiar (Asignación Social)” (CEPAL, 
2016)
El programa de Ingreso Ético Familiar (IEF) va dirigido 
para todos los miembros de una familia. Se asigna la 
transferencia de acuerdo al reconocimiento de logros y 
el cumplimento de deberes, en áreas de salud, educación 
y trabajo. Existen tres tipos de bonos:
1. Bono de Dignidad: está compuesto por el Bono 
de Base Familiar y el Bono de Protección que se 
asigna a las familias que hacen parte del IEF. Según 
condicionalidades asignadas por el Ministerio de 
Desarrollo Social.
2. Bono por deberes: dirigido a familias con menores de 
18 años, que está conformado por el Bono de Control 
de Niño Sano y por el Bono de Alimentación Escolar.
3. Bono por logros: dirigido al 30% de la población muy 
vulnerable que logren desempeños en distintas áreas. 
Incluye el Bono por Logros Escolares y Bono al Trabajo 
de la Mujer (Ministerio de Desarrollo Social, 2016). 

Focalización - Personas en pobreza extrema o vulnerabilidad que 
se mide por medio de la Comprobación de medios 
indirecta (índice de calidad de vida).
- Tener 65 o más años de edad, vivir solo o con una 
persona y estar en situación de pobreza o vulnerabilidad.
- Encontrarse en situación de calle.

encuentre privado de libertad. En ese caso, sus 

Ético Familiar.
Condiciones de 
Salida

Esquema de graduación con límite de tiempo y 
transferencias decrecientes.
- Duración apoyo familiar = 2 años;
- Duración máxima transferencias = 5 años. 

Normatividad - Ley 19.949 de 2008; establece un sistema de protección 
social para familias en situación de extrema pobreza 
denominado “Chile Solidario”
- Decreto 29 (2011): aprueba reglamento que establece 
normas para la implementación del programa 

ético familiar”.
- Ley 2059517-05-2012: crea el ingreso ético familiar 
que establece bonos y transferencias condicionadas 
para las familias de pobreza extrema y crea subsidio al 
empleo de la mujer

5.2. México

Generalidades El programa Oportunidades en México es el programa 
de transferencias monetarias condicionadas más antiguo 
y establecido en el mundo. Nació en el 1997 bajo en 
nombre de Progresa y buscaba principalmente ser 
un programa de apoyo en alimentación, educación y 
salud para la población en situación de pobreza. En un 
principio operaba exclusivamente en las zonas rurales 
del país, hoy en día se implementa a nivel Nacional. 
Este programa ofrece las trasferencias monetarias 
condicionadas al hogar en conjunto” a través del apoyo 
alimentario, el apoyo energético y el apoyo alimentario 
Vivir Mejor, mientras que el apoyo educativo Jóvenes 
con Oportunidades y el apoyo al adulto mayor se 
destinan a niños que cursan educación primaria, 
secundaria y media superior, jóvenes en los últimos 
años de educación media-superior y adultos mayores, 
respectivamente”. (Cecchini & Madariaga, 2011).

Focalización índice de rezago social),
- Comunitaria,
- Prueba de medios que se aplica en municipalidades en 
condiciones de alta pobreza. 

Condiciones de 
Salida

“Esquema diferenciado de apoyos (EDA): Familias 

pasadas al EDA, en que continúan percibiendo apoyos 
(salvo el apoyo alimentario y educativo para niños/as en 
educación primaria) por otros seis años en que egresan 
del programa. A partir de 2012, se incluye un nuevo 
criterio de selección de localidades con un bajo Índice 

años. Se precisó también la temporalidad de las familias 
que transiten al EDA, con base en los integrantes de 12 
a 21 años de edad” (CEPAL, 2016). 

Normatividad - Ley General de Desarrollo Social de 2004: Busca 
garantizar los derechos sociales de los mexicanos 
(SEDESOL, 2014).
- Decreto por el que se crea la Coordinación Nacional 
del Programa de Desarrollo Humano Oportunidades 
es un órgano desconcentrado de la Secretaría de 
Desarrollo Social, con autonomía técnica (Marzo 2002) 
(SEDESOL, 2014). 
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Cordialmente,

• En todo el articulado se reemplaza el nombre del 
Programa “Más Familias en Acción” por “Familias 
en Acción”.

cambios que se propone al articulado radicado del 
Proyecto de Ley No. 31 de 2016, a continuación se 
hace una comparación entre ambos textos: 

PROYECTO DE LEY RADICADO PLIEGO DE MODIFICACIONES
Título del proyecto Título del proyecto

Por medio de la cual se adoptan criterios de política pública para los pro-
gramas estatales de reducción de la pobreza y pobreza extrema, promoción 
de la movilidad social y se regula el funcionamiento del Programa Más 

Familias en Acción

 Por medio del cual se adoptan criterios de política pública para la pro-
moción de la movilidad social y se regula el funcionamiento del Programa 

Familias en Acción

Articulado Articulado
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como objeto adoptar los siguientes 
criterios de política pública para los programas estatales de reducción de la 
pobreza y pobreza extrema y la promoción de la movilidad social: asegurar el 
cumplimiento de la Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Primera 
Infancia, el acceso y culminación de la educación básica, media y superior de 

-
nómica, prevenir el embarazo en la adolescencia y focalizar la ampliación de 
cobertura en la población y zonas rurales. Esta ley regula la aplicación de estos 
criterios de política pública al programa Más Familias en Acción.

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como objeto apoyar la culmi-
nación del ciclo de educación básica y media, impulsar el tránsito de los 
jóvenes bachilleres promovidos del Programa a instituciones y programas 
de educación superior, contribuir a la prevención del embarazo en la adoles-
cencia, mejorar las competencias ciudadanas y comunitarias de los titulares 
del programa, priorizar la ampliación de la cobertura rural del Programa 
Familias en Acción y fomentar los factores de movilidad social de las fa-

pobreza y pobreza extrema.
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PROYECTO DE LEY RADICADO PLIEGO DE MODIFICACIONES
Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 2°.  El Programa Más Familias en Acción consiste en 
la entrega condicionada y periódica de una transferencia monetaria directa a 
las familias en condición de pobreza y pobreza extrema. El Programa es un 
complemento al ingreso monetario para la formación de capital humano, la 
generación de movilidad social, el acceso a programas de educación media y 
superior, la superación de la pobreza y pobreza extrema y la prevención del 
embarazo en la adolescencia.
El Programa busca fomentar la asistencia a los controles de crecimiento y 
desarrollo de los niños y niñas menores de 7 años, la asistencia y permanen-
cia escolar en los 9 años de educación básica y 2 años de educación media, 
el acceso preferente a programas de educación superior y educación para el 
trabajo, y la formación de competencias ciudadanas y comunitarias para la 
autonomía y el bienestar de las familias.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 2°.  El Programa Familias en Acción consiste en la en-
trega condicionada y periódica de una transferencia monetaria directa a las 
familias en condición de pobreza y pobreza extrema. El Programa es un 
complemento al ingreso monetario para la formación de capital humano, la 
generación de movilidad social, el acceso a programas de educación media 
y superior, la contribución a la superación de la pobreza y pobreza extrema 
y a la prevención del embarazo en la adolescencia. Se podrán incorporar 
las demás transferencias que el sistema de la promoción social genere en el 
tiempo para estas familias.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 3° de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 3°. . Contribuir a la superación y prevención de la pobre-
za, la formación de capital humano, a la formación de competencias ciuda-
danas y comunitarias, a la movilidad social, al ingreso a programas de edu-
cación superior y educación para el trabajo, y la prevención del embarazo en 
la adolescencia mediante el apoyo monetario directo y acceso preferencial a 

-
grama Más Familias en Acción.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 3° de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 3°. . Contribuir a la superación y prevención de la po-
breza, a la formación de capital humano, a la formación de competencias 
ciudadanas y comunitarias mediante el apoyo monetario directo y acceso 
preferencial a programas complementarios a las familias -
tulares del Programa Familias en Acción.
El Programa busca fomentar la asistencia a los controles de crecimiento y 
desarrollo de los niños y niñas menores de 7 años, la asistencia y permanen-
cia escolar en los 9 años de educación básica y 2 años de educación media, 
el acceso preferente a programas de educación superior y formación para 
el trabajo; la formación de competencias ciudadanas y comunitarias para 
la autonomía y el bienestar de las familias y contribuir a la prevención del 
embarazo en la adolescencia.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 1532 de 2012, que quedará 
así:
Artículo 4°. . -
cionadas del Programa Más Familias en Acción:
i) Las familias en situación de pobreza y pobreza extrema, de acuerdo con 
los criterios establecidos por el Gobierno nacional a través del Departamen-
to Administrativo para la Prosperidad Social, en concordancia con lo esta-
blecido en los artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley.
ii) Las familias víctimas de desplazamiento forzado en situación de pobreza 
y pobreza extrema.
iii) Las familias indígenas en situación de pobreza y pobreza extrema de 
acuerdo con procesos de concertación y focalización establecidos por el 
Programa.
iv) Las familias afrodescendientes en situación de pobreza y pobreza ex-
trema de acuerdo con los criterios de focalización establecidos por el Pro-
grama.
Parágrafo 1°. Las familias que cumplan con los criterios de focalización y 

-
ciarias del Programa Más Familias en Acción.
Parágrafo 2°. Los padres o cuidadores de las familias beneficiarias del 
programa con niños, niñas y adolescentes menores de 18 años, perde-
rán el derecho a ser beneficiarios del programa, cuando el ICBF o la 
autoridad competente, determine la existencia de una vulneración de 
derechos.
El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) diseñarán un procedimiento para 

la autoridad competente decrete la existencia de vulneración de derechos. 
Este procedimiento debe garantizar el cumplimiento de los criterios de fo-
calización del programa.
Parágrafo 3°. Para las comunidades indígenas, la fuente de focalización 
serán los listados censales reportados por la autoridad del respectivo cabildo 
indígena ante la entidad competente. El procedimiento para la inscripción y 

establecido por el programa.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 1532 de 2012, que quedará 
así:
Artículo 4°. . transferencias mone-
tarias condicionadas del Programa Familias en Acción:
i) Las familias en situación de pobreza y pobreza extrema, de acuerdo con 
los criterios establecidos por el Gobierno nacional a través del Departamen-
to Administrativo para la Prosperidad Social, en concordancia con lo esta-
blecido en los artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley.
ii) Las familias víctimas de desplazamiento forzado en situación de pobreza 
y pobreza extrema.
iii) Las familias indígenas en situación de pobreza y pobreza extrema de 
acuerdo con procesos de concertación y focalización establecidos por el 
Programa.
iv) Las familias afrodescendientes en situación de pobreza y pobreza ex-
trema de acuerdo con los criterios de focalización establecidos por el Pro-
grama.
Parágrafo 1°. Las familias que cumplan con los criterios de focalización y 

-
ciarias del Programa Familias en Acción.
Parágrafo 2°. Los padres o cuidadores de las familias beneficiarias del 
programa con niños, niñas y adolescentes menores de 18 años, perde-
rán el derecho a ser beneficiarios del programa, cuando el ICBF o la 
autoridad competente, determine la existencia de una vulneración de 
derechos.
El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) diseñarán un procedimiento para 

la autoridad competente decrete la existencia de vulneración de derechos. 
Este procedimiento debe garantizar el cumplimiento de los criterios de fo-
calización del programa.
Parágrafo 3°. Para las comunidades indígenas, la fuente de focalización 
serán los listados censales reportados por la autoridad del respectivo cabildo 
indígena ante la entidad competente. El procedimiento para la inscripción y 

establecido por el programa.
Parágrafo 4°. Los criterios de entrada establecidos en el presente artículo 

de la presente ley.
Artículo 5°. Modifíquese el artículo 5° de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 5°.  El Programa Más Familias en Acción se 
implementará en todos los departamentos, municipios, distritos y cabildos 
indígenas de todo el territorio nacional.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 5° de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 5°.  El Programa Familias en Acción se 
implementará en todos los departamentos, municipios, distritos y cabildos 
indígenas de todo el territorio nacional.



Página 10 Viernes, 16 de diciembre de 2016 GACETA DEL CONGRESO  1143

PROYECTO DE LEY RADICADO PLIEGO DE MODIFICACIONES
Parágrafo. En procesos de ampliación de cobertura a nivel municipal del 
Programa Más Familias en Acción se deberá priorizar mayoritariamente, 
siguiendo el siguiente orden de priorización, las familias en condición de 
pobreza y pobreza extrema en las: i) zonas rurales dispersas, ii) zonas rurales 
y iii) cabeceras municipales. Esta priorización se establecerá cumpliendo lo 
determinado por el artículo cuarto de la presente ley. 

Parágrafo. En los procesos de ampliación de cobertura a nivel municipal 
del Programa Más Familias en Acción se deberá priorizar mayoritariamente, 
siguiendo el siguiente orden, las familias en condición de pobreza y pobreza 
extrema en las: i) zonas rurales dispersas, ii) zonas rurales y iii) cabece-
ras municipales. Este mecanismo de ampliación de cobertura se establecerá 
cumpliendo lo determinado por el artículo cuarto de la presente ley. 

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 6 de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:

 El Gobierno nacional a través del Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social y el Departamento Nacional de 

de acuerdo con las prioridades del Plan Nacional de Desarrollo, los criterios 
de permanencia y salida del programa, la caracterización de las condiciones 

focalización territorial.

Cada año el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social en 
conjunto con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público reajustarán el 

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 6 de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:

 El Gobierno nacional a través del Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social y el Departamento Nacional de 

los montos, de acuerdo con las prioridades del Plan Nacional de Desarrollo, 
los criterios de permanencia y salida del programa, la caracterización de las 

criterios de focalización territorial.
Cada año el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social en 
conjunto con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público reajustarán el 

del país. En todo caso, el valor de la transferencia monetaria no podrá dismi-
nuir frente a la vigencia del año inmediatamente anterior.
Se elimina este artículo del proyecto de ley inicial. 

Artículo 8°. Adiciónese el artículo 6A de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 6A.  En el marco de la 
entrega de las transferencias del Programa Más Familias en Acción y con el 

-
pantes, el Programa implementará un conjunto de actividades para impulsar 

actividades se enfocarán principalmente en educación sexual y reproducti-

para la Prosperidad Social establecerá los criterios de acceso y coordinará la 
oferta de programas propios o de otros entes del Estado para cumplir estos 

Las familias participantes del Programa Más Familias en Acción serán prio-
rizadas dentro de dicha oferta en los niveles nacional y territorial y se pro-
piciarán espacios de participación social de las familias en lo local en donde 
se desarrollen contenidos que incidan en el mejoramiento de las condiciones 
de vida de los participantes del programa.
El Ministerio de Educación, el Ministerio de Salud y Protección Social, el 
ICBF y las demás entidades competentes, coordinadas por el Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social, estarán encargadas de la imple-
mentación y formulación del componente de Competencias Ciudadanas y 
Comunitarias. Para ello las entidades responsables deberán diseñar un plan 
de acción en el cual se determine la oferta sectorial y se diseñen las activida-
des y acciones que se implementarán en este programa.

Artículo 8°. Adiciónese el artículo 6A de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 6A.  En el marco de 
la entrega de las transferencias monetarias condicionadas del Programa Fa-

vida de las familias participantes, el Programa implementará un conjunto 
de actividades para impulsar las capacidades individuales y colectivas de 
las familias participantes. Estas actividades se enfocarán principalmente en 
la promoción de los derechos sexuales y reproductivos, educación nutricio-

. El Departamento para la 
Prosperidad Social establecerá los criterios de acceso y coordinará la oferta 

Las familias participantes del Programa Familias en Acción serán prioriza-
das dentro de dicha oferta en los niveles nacional y territorial y se propicia-
rán espacios de participación social de las familias en lo local en donde se 
desarrollen contenidos que incidan en el mejoramiento de las condiciones de 
vida de los participantes del programa.
El Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de Salud y Protección 
Social, el ICBF, coordinados por el Departamento Administrativo para la 
Prosperidad Social, estarán encargados de la formulación e implementación 
del componente de Competencias Ciudadanas y Comunitarias. Para ello las 
entidades responsables deberán diseñar un plan de acción en el cual se de-
termine la oferta sectorial y se diseñen las actividades y acciones que se 
implementarán en este programa.
Parágrafo. Como expresión de corresponsabilidad con su comunidad, las 
familias de Familias en Acción deberán participar en las actividades de 

hacer a la solución de las problemáticas sociales que más le afecten.
Artículo 9°. Adiciónese el artículo 6B de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 6B.  Al interior del 
Programa Más Familias en Acción, el Ministerio de Educación Nacional, el 
Ministerio de Salud y Protección Social y el ICBF, en coordinación con el 
Departamento para la Prosperidad Social, deberán garantizar el diseño, im-
plementación y articulación de acciones, planes y programas de prevención 
del embarazo en la adolescencia

-
lo deberán incorporar como mínimo: i) la formación de competencias para 
la toma de decisiones informadas, ii) el desarrollo de conocimientos y la 
construcción de proyectos de vida de adolescentes donde se promocionen 

factores de vulnerabilidad y comportamientos de riesgo iv) y el estímulo de 
los factores protectores y el aumento de hábitos saludables de vida.
Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de Salud 
y Protección Social y el ICBF, deberán realizar el monitoreo y seguimien-
to a las acciones, planes y programas para la prevención y reducción del 
embarazo en la adolescencia. Las evaluaciones de impacto de las acciones, 
planes y programas implementados estarán a cargo del Ministerio de Salud 
y Protección Social y del Departamento Nacional de Planeación, a partir de 
los cuales recomendarán acciones de mejoramiento de los mismos.

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 6B de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 6B. -

 Al interior del Programa Familias en Acción, el Departamento Admi-
nistrativo para la Prosperidad Social junto con el Ministerio de Educación 
Nacional y el ICBF bajo la coordinación del Ministerio de Salud y Protec-
ción Social, deberán garantizar el diseño, implementación y articulación de 
acciones, planes y programas que contribuyan a prevenir el embarazo en la 
adolescencia.

-
lo deberán incorporar como mínimo: i) la formación de competencias para 
la toma de decisiones informadas, ii) el desarrollo de conocimientos y la 
construcción de proyectos de vida de adolescentes donde se promocionen 

factores de vulnerabilidad y comportamientos de riesgo iv) y el estímulo de 
los factores protectores y el aumento de hábitos saludables de vida.
Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de Salud 
y Protección Social y el ICBF, deberán realizar el monitoreo y seguimien-
to a las acciones, planes y programas para la prevención y reducción del 
embarazo en la adolescencia. Las evaluaciones de impacto de las acciones, 
planes y programas implementados estarán a cargo del Ministerio de Salud 
y Protección Social y del Departamento Nacional de Planeación, a partir de 
los cuales recomendarán acciones de mejoramiento de los mismos.
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Artículo 10. Modifíquese el parágrafo del artículo 7° de la Ley 1532 de 2012 
que quedará así:
Parágrafo. El programa establecerá un mecanismo especial para hacer se-
guimiento a las familias que incumplan de manera reiterada los compro-

establecer las acciones de mitigación y corrección pertinentes.
Cuando las causas no sean imputables al núcleo familiar, se evitará la sus-
pensión del Programa Familias en Acción a estas familias.

Artículo 10. Modifíquese el parágrafo del artículo 7° de la Ley 1532 de 2012 
que quedará así:
Parágrafo. El programa establecerá un mecanismo especial para hacer se-
guimiento a las familias que incumplan de manera reiterada los compro-

establecer las acciones de mitigación y corrección pertinentes.
Cuando las causas no sean imputables a todo el núcleo familiar, se evitará la 
suspensión del Programa Familias en Acción a estas familias.

Artículo 11. Adiciónese el artículo 13A la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 13A. 

 Todos los programas estatales que tengan como 
propósito la superación de la pobreza y pobreza extrema y la reducción de 
la inequidad deberán cumplir con los criterios de política pública señalados 
en el objeto de la presente ley. En cumplimiento de este mandato, al interior 
de los diferentes programas con ese propósito se diseñarán, implementarán 
y evaluarán acciones para asegurar el cumplimiento de la Política de Estado 
para el Desarrollo Integral de la Primera Infancia, el acceso y culminación 

-

de empleabilidad y autonomía económica, prevenir el embarazo en la ado-
lescencia y focalizar la ampliación de cobertura en la población y zonas 
rurales.

Elimínese el artículo 11 del Proyecto de ley 127 de 2016. 

Artículo 12. Adiciónese el artículo 6C de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 6C.  Los titulares del Programa Fami-
lias en Acción y los que hayan sido promovidos del Programa tendrán ac-
ceso preferente a los programas de formación para el trabajo, educación, 
emprendimiento y empleabilidad. Estos programas estarán orientados a 

de proyectos de emprendimiento laboral y a la búsqueda de la estabilidad 

El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social establecerá 
los lineamientos y criterios de focalización de los titulares para acceder 
a estos programas. Las entidades competentes de los sectores de edu-
cación y trabajo deberán asegurar la oferta suficiente y pertinente para 
garantizar el acceso preferente a los titulares del Programa Familias 
en Acción.

Artículo 11. Adiciónese el artículo 6C de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 6C.  Los titulares del Programa Fami-
lias en Acción y los que hayan sido promovidos del Programa tendrán ac-
ceso preferente a los programas de formación para el trabajo, educación, 
emprendimiento y empleabilidad. Estos programas estarán orientados a 

de proyectos de emprendimiento laboral y a la búsqueda de la estabilidad 

El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social establecerá 
los lineamientos y criterios de focalización de los titulares para acceder 
a estos programas. Las entidades competentes de los sectores de edu-
cación y trabajo deberán asegurar la oferta suficiente y pertinente para 
garantizar el acceso preferente a los titulares del Programa Familias 
en Acción.

Artículo 13. Adiciónese el artículo 6D de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 6D.  El gobierno garantizará de 

Acción que culminan el bachillerato, acceso preferente a programas de edu-
cación superior. El programa será apoyado y acompañado por Instituciones 
Educativas del Gobierno nacional.
Parágrafo. El SENA y las instituciones públicas de educación superior de-

-
partamento Administrativo para la Prosperidad Social estarán encargados de 
garantizar el acceso preferente a esta población.

Artículo 12. Adiciónese el artículo 6D de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 6D.  El gobierno garantizará 

Acción que culminan el bachillerato, acceso preferente a programas de edu-
cación superior. El programa será apoyado y acompañado por Instituciones 
Educativas del Gobierno nacional.
Parágrafo. El Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) y las instituciones 

-
nente y en coordinación con el Departamento Administrativo para la Pros-
peridad Social, estarán encargados de garantizar el acceso preferente a esta 
población y la adecuada articulación de estos programas con el programa 
Familias en Acción.

Artículo 14. Modifíquese el artículo 9° de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 9°.  Las administra-
ciones municipales y gobernaciones son los responsables directos del fun-
cionamiento del programa en los municipios o corregimientos departamen-
tales.
Para el adecuado funcionamiento del Programa Más Familias en Acción se 
deberán suscribir convenios con las alcaldías municipales, distritales y/o 

Programa en lo que respecta a su competencia.
-

cional o territorial.
Parágrafo 1°. Los cabildos indígenas suscribirán, junto con el respectivo 
municipio y el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, los 
convenios para el funcionamiento de Programas de Familias en Acción. Su 

-
bres.
Parágrafo 2°. . El enlace 
indígena debe ser elegido por la asamblea general de la comunidad, confor-
me a sus usos y costumbres, siempre de una terna que provenga de la misma. 
En aquellos pueblos donde se hable lengua propia, será obligatorio que el 
enlace indígena domine el idioma autóctono.

Artículo 13. Modifíquese el artículo 9° de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:
Artículo 9°.  Las administra-
ciones municipales, distritales y gobernaciones son los corresponsables del 
funcionamiento del programa en los municipios y corregimientos departa-
mentales.
Para el adecuado funcionamiento del Programa Familias en Acción se de-
berán suscribir convenios con las alcaldías municipales, distritales y go-

Programa en lo que respecta a su competencia incluidos los servicios de 
salud y educación.

Parágrafo 1°. Los cabildos indígenas suscribirán, junto con el respectivo 
municipio y el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, los 
convenios para el funcionamiento de Programas de Familias en Acción. Su 

-
bres.
Parágrafo 2°. . El enlace 
indígena debe ser elegido por la asamblea general de la comunidad, confor-
me a sus usos y costumbres, siempre de una terna que provenga de la misma. 
En aquellos pueblos donde se hable lengua propia, será obligatorio que el 
enlace indígena domine el idioma autóctono.



Página 12 Viernes, 16 de diciembre de 2016 GACETA DEL CONGRESO  1143

PROYECTO DE LEY RADICADO PLIEGO DE MODIFICACIONES
Parágrafo 3°. Las entidades del nivel nacional y territorial pertenecientes a 
los sectores de salud y educación deberán garantizar y serán responsables de 
la calidad de la información requerida por el Programa Más Familias en Ac-

-

Parágrafo 3°. Las entidades del nivel nacional y territorial pertenecientes a 
los sectores de salud y educación deberán garantizar y serán responsables de 
la calidad de la información requerida por el Programa Familias en Acción 

7. Proposición
Con fundamento en las anteriores consideracio-

nes, me permito solicitar a los honorables Senadores 
de la Comisión Séptima del Senado, dar primer de-
bate al Proyecto de ley número 127 de 2016, por 
medio de la cual se adoptan criterios de política 
pública para los programas estatales de reducción 
de la pobreza y pobreza extrema, promoción de la 
movilidad social y se regula el funcionamiento del 
Programa Más Familias en Acción.

Cordialmente,

8. ARTICULADO PROPUESTO
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 127  
DE 2016

por medio de la cual se adoptan criterios de política 
pública para la promoción de la movilidad social y 
se regula el funcionamiento del Programa Familias 

en Acción.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como 

objeto apoyar la culminación del ciclo de educación 
básica y media, impulsar el tránsito de los jóvenes 
bachilleres promovidos del Programa a instituciones 
y programas de educación superior, contribuir a la 
prevención del embarazo en la adolescencia, mejo-
rar las competencias ciudadanas y comunitarias de 
los titulares del programa, priorizar la ampliación de 
la cobertura rural del Programa Familias en Acción 
y fomentar los factores de movilidad social de las 

-
ración de las condiciones de pobreza y pobreza ex-
trema.

TÍTULO I
MÁS FAMILIAS EN ACCIÓN

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 
1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 2°.  El Programa Familias 
en Acción consiste en la entrega condicionada y pe-
riódica de una transferencia monetaria directa a las 
familias en condición de pobreza y pobreza extrema. 
El Programa es un complemento al ingreso moneta-
rio para la formación de capital humano, la genera-
ción de movilidad social, el acceso a programas de 
educación media y superior, la contribución a la su-
peración de la pobreza y pobreza extrema y a la pre-
vención del embarazo en la adolescencia. Se podrán 
incorporar las demás transferencias que el sistema de 
la promoción social genere en el tiempo para estas 
familias.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 3° de la Ley 
1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 3°. . Contribuir a la superación 
y prevención de la pobreza, la formación de capital 
humano, a la formación de competencias ciudadanas 
y comunitarias, mediante el apoyo monetario directo 
y acceso preferencial a programas complementarios 

Más Familias en Acción.
El Programa busca fomentar la asistencia a los 

controles de crecimiento y desarrollo de los niños y 
niñas menores de 7 años, la asistencia y permanencia 
escolar en los 9 años de educación básica y 2 años de 
educación media, el acceso preferente a programas 
de educación superior y formación para el trabajo; la 
formación de competencias ciudadanas y comunita-
rias para la autonomía y el bienestar de las familias, 
y la contribución a la prevención del embarazo en la 
adolescencia.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 
1532 de 2012, que quedará así:

Artículo 4°. .
de las transferencias monetarias condicionadas del 
Programa Familias en Acción:

i) Las familias en situación de pobreza y pobre-
za extrema, de acuerdo con los criterios establecidos 
por el Gobierno nacional a través del Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social, en con-
cordancia con lo establecido en los artículos 1°, 2° y 
3° de la presente ley.

ii) Las familias víctimas de desplazamiento forza-
do en situación de pobreza y pobreza extrema.

iii) Las familias indígenas en situación de pobre-
za y pobreza extrema de acuerdo con procesos de 
concertación y focalización establecidos por el Pro-
grama.
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iv) Las familias afrodescendientes en situación de 
pobreza y pobreza extrema de acuerdo con los cri-
terios de focalización establecidos por el Programa.

Parágrafo 1°. Las familias que cumplan con los 
criterios de focalización y que voluntariamente rea-

-
rias del Programa Familias en Acción.

Parágrafo 2°. Los padres o cuidadores de las fa-

adolescentes menores de 18 años, perderán el dere-

o la autoridad competente, determine la existencia de 
una vulneración de derechos.

El Departamento Administrativo para la Prospe-
ridad Social y el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF) diseñarán un procedimiento para 

-
ciarios sobre los cuales la autoridad competente de-
crete la existencia de vulneración de derechos. Este 
procedimiento debe garantizar el cumplimiento de 
los criterios de focalización del programa.

Parágrafo 3°. Para las comunidades indígenas, 
la fuente de focalización serán los listados censales 
reportados por la autoridad del respectivo cabildo in-
dígena ante la entidad competente. El procedimiento 
para la inscripción y atención diferencial de los be-

-
blecido por el programa.

Parágrafo 4°. Los criterios de entrada estableci-
dos en el presente artículo serán aplicables para los 

la presente ley.
Artículo 5°. Modifíquese el artículo 5° de la Ley 

1532 de 2012 que quedará así:
Artículo 5°.  El Programa 

Familias en Acción se implementará en todos los de-
partamentos, municipios, distritos y cabildos indíge-
nas de todo el territorio nacional.

Parágrafo. En los procesos de ampliación de co-
bertura a nivel municipal del Programa Más Familias 
en Acción se deberá priorizar mayoritariamente, si-
guiendo el siguiente orden, las familias en condición 
de pobreza y pobreza extrema en las: i) zonas rurales 
dispersas, ii) zonas rurales y iii) cabeceras municipa-
les. Este mecanismo de ampliación de cobertura se 
establecerá cumpliendo lo determinado por el artícu-
lo cuarto de la presente ley.

Artículo 6°. Modifíquese el parágrafo 3° al ar-
tículo 10 de la Ley 1532 de 2012 que quedará así:

Parágrafo 3°.
Programa Familias en Acción durante los noventa 
(90) días, previos a una contienda electoral de cual-
quier circunscripción. Se exceptúan las familias víc-
timas de desplazamiento forzado que se encuentren 
en situación de pobreza o pobreza extrema.

Artículo 7°. Adiciónese el artículo 6A de la Ley 
1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 6A. -
 En el marco de la entrega de las transferen-

cias monetarias condicionadas del Programa Fami-

y condiciones de vida de las familias participantes, el 
Programa implementará un conjunto de actividades 
para impulsar las capacidades individuales y colec-
tivas de las familias participantes. Estas actividades 
se enfocarán principalmente en la promoción de los 
derechos sexuales y reproductivos, educación nutri-

El Departamento para la Prosperidad Social estable-
cerá los criterios de acceso y coordinará la oferta de 
programas propios o de otros entes del Estado para 

Las familias participantes del Programa Familias 
en Acción serán priorizadas dentro de dicha oferta 
en los niveles nacional y territorial y se propiciarán 
espacios de participación social de las familias en lo 
local en donde se desarrollen contenidos que incidan 
en el mejoramiento de las condiciones de vida de los 
participantes del programa.

El Ministerio de Educación Nacional, el Minis-
terio de Salud y Protección Social, el ICBF, coor-
dinados por el Departamento Administrativo para la 
Prosperidad Social, estarán encargados de la formu-
lación e implementación del componente de Com-
petencias Ciudadanas y Comunitarias. Para ello las 
entidades responsables deberán diseñar un plan de 
acción en el cual se determine la oferta sectorial y se 
diseñen las actividades y acciones que se implemen-
tarán en este programa.

Parágrafo. Como expresión de corresponsabili-
dad con su comunidad, las familias de Familias en 
Acción deberán participar en las actividades de be-

“Plan Comunitario Anual” que dé cuenta de los apor-

la solución de las problemáticas sociales que más le 
afecten.

Artículo 8°. Adiciónese el artículo 6b de la Ley 
1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 6b. Contribución a la prevención del 
embarazo en la adolescencia. Al interior del Pro-
grama Familias en Acción, el Departamento Admi-
nistrativo para la Prosperidad Social junto con el 
Ministerio de Educación Nacional y el ICBF bajo la 
coordinación del Ministerio de Salud y Protección 
Social, deberán garantizar el diseño, implementa-
ción y articulación de acciones, planes y programas 
que contribuyan a prevenir el embarazo en la ado-
lescencia.

Las acciones, planes y programas a los que se 

mínimo: i) la formación de competencias para la 
toma de decisiones informadas, ii) el desarrollo de 
conocimientos y la construcción de proyectos de 
vida de adolescentes donde se promocionen los be-

reducción de los factores de vulnerabilidad y com-
portamientos de riesgo iv) y el estímulo de los fac-
tores protectores y el aumento de hábitos saludables 
de vida.

Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacional, 
el Ministerio de Salud y Protección Social y el ICBF, 
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deberán realizar el monitoreo y seguimiento a las 
acciones, planes y programas para la prevención y 
reducción del embarazo en la adolescencia. Las eva-
luaciones de impacto de las acciones, planes y pro-
gramas implementados estarán a cargo del Ministe-
rio de Salud y Protección Social y del Departamento 
Nacional de Planeación, a partir de los cuales reco-
mendarán acciones de mejoramiento de los mismos.

Artículo 9°. Modifíquese el parágrafo del artícu-
lo 7º de la Ley 1532 de 2012 que quedará así:

Parágrafo. El programa establecerá un mecanis-
mo especial para hacer seguimiento a las familias 
que incumplan de manera reiterada los compromisos 

los originan y establecer las acciones de mitigación 
y corrección pertinentes.

Cuando las causas no sean imputables a todo el 
núcleo familiar, se evitará la suspensión del Progra-
ma Familias en Acción a estas familias.

TÍTULO II
TITULARES DEL PROGRAMA

Artículo 10. Adiciónese el artículo 6C de la Ley 
1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 6C.  Los ti-
tulares del Programa Familias en Acción y los que 
hayan sido promovidos del Programa tendrán acceso 
preferente a los programas de formación para el tra-
bajo, educación, emprendimiento y empleabilidad. 
Estos programas estarán orientados a garantizar de 

-
ciamiento de proyectos de emprendimiento laboral y 
a la búsqueda de la estabilidad laboral de los titulares 

El Departamento Administrativo para la Prospe-
ridad Social establecerá los lineamientos y criterios 
de focalización de los titulares para acceder a estos 
programas. Las entidades competentes de los secto-
res de educación y trabajo deberán asegurar la ofer-

preferente a los titulares del Programa Familias en 
Acción.

TÍTULO III
JÓVENES

Artículo 11. Adiciónese el artículo 6D de la Ley 
1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 6D.  
El gobierno garantizará de manera progresiva a los 

-
ción que culminan el bachillerato, acceso preferente 
a programas de educación superior. El programa será 
apoyado y acompañado por Instituciones Educativas 
del Gobierno nacional.

Parágrafo. El Servicio Nacional de Aprendizaje 
(SENA) y las instituciones públicas de educación su-

y en coordinación con el Departamento Administra-
tivo para la Prosperidad Social, estarán encargados 
de garantizar el acceso preferente a esta población y 
la adecuada articulación de estos programas con el 
programa Familias en Acción.

TÍTULO IV
COMPETENCIAS TERRITORIALES

Artículo 12. Modifíquese el artículo 9° de la Ley 
1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 9°. -
 Las administraciones municipales, dis-

tritales y gobernaciones son los corresponsables del 
funcionamiento del programa en los municipios y 
corregimientos departamentales.

Para el adecuado funcionamiento del Programa 
Familias en Acción se deberán suscribir convenios 
con las alcaldías municipales, distritales y goberna-

los objetivos del Programa en lo que respecta a su 
competencia incluidos los servicios de salud y edu-
cación.

Parágrafo 1°. Los cabildos indígenas suscribi-
rán, junto con el respectivo municipio y el Depar-
tamento Administrativo para la Prosperidad Social, 
los convenios para el funcionamiento de Programas 

se determinarán de acuerdo a sus usos y costumbres.
Parágrafo 2°. -

 El enlace indígena debe ser 
elegido por la asamblea general de la comunidad, 
conforme a sus usos y costumbres, siempre de una 
terna que provenga de la misma. En aquellos pueblos 
donde se hable lengua propia, será obligatorio que el 
enlace indígena domine el idioma autóctono.

Parágrafo 3°. Las entidades del nivel nacional 
y territorial pertenecientes a los sectores de salud y 
educación deberán garantizar y serán responsables 
de la calidad de la información requerida por el Pro-
grama Familias en Acción para el cruce de los datos 

-
pacto pertinente.

Artículo 13. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación y deroga las normas que sean contrarias.

Cordialmente,

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los seis (6) días del mes de di-

ciembre del año dos mil dieciséis (2016) En la pre-
sente fecha se autoriza la publicación en 

 de la República, las siguientes Conside-
raciones.
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Consideraciones de Ponencia  
para primer debate

Refrendado por: Honorables Senadores Clau-
dia López, Jorge Iván Ospina, Jorge Enrique Prie-
to Rivero, Iván Leonidas Name, Antonio Navarro 
Wolff, Manuel Enríquez Rosero, Édinson Delgado, 
Eduardo Enríquez, Alexánder López, Juan Manuel 
Galán, Antonio José Correa, Roosvelt Rodríguez, 
Doris Vega, honorables Representantes Angélica 
Lozano, Óscar Ospina, Ana Paola Agudelo, Víctor 
José Correa.

Honorable Senador Javier Mauricio Delgado 
Martínez y honorable Representantes Álvaro López 
Gil.

Al proyecto de ley: N° 127 de 2016 Senado, por 
medio de la cual se adoptan criterios de política pú-
blica para los programas estatales de reducción de 
la pobreza extrema, promoción de la movilidad so-
cial y se regula el funcionamiento del Programa Más 
Familias en Acción.

Número de folios: Treinta y seis (36)

Recibido en la Secretaría de la Comisión Sépti-
ma del Senado el día: Martes seis (6) de diciembre 
de 2016.

Hora: 12: 21 p. m.

El Secretario,

T E X T O S   D E F I N I T I V O S

TEXTO DEFINITIVO
(DISCUTIDO Y APROBADO EN LA COMI-
SIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL PERMA-
NENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA 
REPÚBLICA, EN SESIÓN ORDINARIA DE 
FECHA: MIÉRCOLES VEINTITRÉS (23) DE 
NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISÉIS (2016), 
SEGÚN ACTA NÚMERO 23 DE LA LEGIS-
LATURA 2016-2017) AL PROYECTO DE LEY  

NÚMERO 79 DE 2016 SENADO
por medio de la cual se reconoce la protección es-
pecial de estabilidad laboral reforzada a servidores 
del Estado en provisionalidad en cargos de Carrera 

Administrativa.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El Estado garantiza el derecho a la 

estabilidad laboral reforzada de los servidores estata-
les que ocupan cargos en provisionalidad de carrera 
administrativa y que se hallan en estado de debilidad 

-
diante concurso de méritos, cuando se encuentran en 
situación de prepensionados.

Artículo 2°. Los servidores del Estado que des-
empeñen cargos de carrera administrativa en provi-
sionalidad y se encuentren en la condición de prepen-
sionados,  faltaren tres 
años 

sea reconocida la pensión de vejez, gozarán de una 
protección especial de estabilidad laboral reforzada 
y hasta tanto, les sea reconocida su pensión siendo 
incluidos en nómina de la entidad administrado-
ra responsable del pago de su mesada pensional. 

-
visionalidad no puede ser convocado a concurso.

La categoría de servidor público “prejubilado” 
solo la tendrán aquellos que lleven diez (10) años 
continuos o discontinuos en el sector público.

En todo caso, una vez sea reconocida la pensión 
de jubilación o vejez el cargo deberá salir a concur-
so de conformidad con lo dispuesto a la Ley 909 de 
2004.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.

El anterior texto, conforme en lo dispuesto en el 
-

nentes, una vez reordenado el articulado que consti-

Los Ponentes,

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C. En Sesión Ordinaria de la Comi-

sión Séptima Constitucional Permanente del Senado 
de la República, de fecha miércoles veintitrés (23) 
de noviembre de 2016, según Acta número 23, Le-
gislatura 2016-2017, fue considerado el informe de 
ponencia positivo para primer debate al Proyecto de 
ley número 79 de 2016 Senado, por medio de la 
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cual se reconoce la protección especial de estabi-
lidad laboral reforzada a servidores del Estado en 
provisionalidad en cargos de Carrera Administrati-
va, presentado por los honorables Senadores Ponen-
tes: Sofía Alejandra Gaviria Correa, Carlos Enri-
que Soto Jaramillo y Antonio José Correa Jiménez 
(Coordinador), publicado en la  
número 926 de 2016.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5°, del 
Acto Legislativo 01 de 2009, votación pública y 
nominal y a la Ley 1431 de 2011, 

, se obtuvo 
la siguiente votación:

informe de ponencia para primer debate:
Puesta en consideración la proposición con que 

termina el informe de ponencia positivo para primer 
debate Senado, presentado por los honorables Sena-
dores: Sofía Alejandra Gaviria Correa, Carlos Enri-
que Soto Jaramillo y Antonio José Correa Jiménez 
(Coordinador), con votación pública y nominal, se 
obtuvo su aprobación, por nueve (9) votos a favor, 
ningún voto en contra, ninguna abstención, sobre un 
total de nueve (9) honorables Senadores y Senadoras 
presentes al momento de la votación. Los honorables 

fueron: Blel Scaff Nadya Georgette, Castañeda Se-
rrano Orlando, Castilla Salazar Jesús Alberto, Co-
rrea Jiménez Antonio José, Delgado Martínez Javier 
Mauricio, Delgado Ruíz Édinson, Gaviria Correa 
Sofía Alejandra, Henríquez Pinedo Honorio Miguel 
y Uribe Vélez Álvaro.

Votación del articulado y título del Proyecto de 
ley número 79 de 2016 Senado:

Puestos a consideración el articulado (tres (3) ar-
tículos 1° y 3° sin proposiciones; 2° (con proposicio-
nes) y, el título del proyecto (sin proposición), se ha 
votado de la siguiente manera:

El honorable Senador Soto Jaramillo Carlos En-
rique, presentó la siguiente proposición aditiva al 
artículo 2°, en el sentido de adicionar al inciso 3° 
del artículo 2°, lo siguiente “…el empleado público 

-
do como mínimo dos años en calidad de provisio-
nal en la entidad a la cual se encuentra vinculado 
en el momento de ser favorecido por la presente 
ley…”. El texto de la proposición es el siguiente:
“Proyecto de ley número 79 de 2016 Senado, “por 
medio de la cual se reconoce la protección especial 
de estabilidad laboral reforzada a servidores del Es-
tado en provisionalidad en cargos de Carrera Admi-

nistrativa”.
Proposición aditiva

Adiciónese el inciso 3° del artículo 2° el cual que-
dará así:

Artículo 2°. Los servidores del Estado que des-
empeñen cargos de carrera administrativa en provi-
sionalidad y se encuentren en la condición de prepen-
sionados, que les falte tres años de edad o de tiempo 
de servicio para que se les reconozca la pensión de 

jubilación o de vejez, de conformidad con lo previsto 
en el artículo 12 de la Ley 790 de 2002, gozarán de la 
protección especial de estabilidad laboral reforzada 
hasta el día que la pensión les sea reconocida por la 
entidad de previsión social respectiva y sean inclui-
dos en nómina.

La categoría de servidor, público “prejubilado” 
solo la tendrán aquellos que lleven diez (10) años 
continuos o discontinuos.

En todo caso, 
ese derecho, deberá haber laborado como mínimo 
dos años en calidad de provisional en la entidad a 
la cual se encuentra vinculado en el momento de 
ser favorecido por la presente ley.

Cordialmente,
Carlos Enrique Soto Jaramillo

Senador”.
Frente a esta proposición presentada por el honora-

ble Senador Carlos Enrique Soto Jaramillo, el coor-
dinador de ponentes, honorable Senador Antonio José 
Correa Jiménez, propuso dejarla como constancia, 
para ser tenida en cuenta como proposición pre-
sentada para segundo debate, dado que su autor, el 
honorable Senador Carlos Enrique Soto Jaramillo, no 
estuvo presente para sustentarla y mirar el alcance de 
la misma. El honorable Senador Jesús Alberto Casti-
lla Salazar, dejó como constancia su posición frente 
a esta proposición, en el sentido que está de acuerdo 
con que para adquirir el derecho allí planteado, debe 
transcurrir un tiempo prudencial para adquirirlo, y que 
estaría de acuerdo en someterla a discusión y vota-
ción. El coordinador de ponentes, honorable Senador 
Antonio José Correa Jiménez, explicó que al no so-
meterla a discusión y votación, se evita que fuese de 
pronto negada, logrando así que quede viva y luego, si 
el honorable Senador Carlos Enrique Soto Jaramillo, 
así lo decide, presentarla para segundo debate y argu-
mentarla para su aprobación.

Por instrucciones de la Presidencia, para de mane-
ra democrática decidir sobre el particular, sometió a 
votación esta propuesta del coordinador de ponentes, 
honorable Senador Antonio José Correa Jiménez, en el 
sentido de dejar la proposición presentada por el ho-
norable Senador Carlos Enrique Soto Jaramillo como 
constancia. Con votación pública y nominal, se obtu-
vo su aprobación, por nueve (9) votos a favor, ningún 
voto en contra, ninguna abstención, sobre un total de 
nueve (9) honorables Senadores y Senadoras presentes 
al momento de la votación. Los honorables Senadores 

Blel 
Scaff Nadya Georgette, Castañeda Serrano Orlando, 
Castilla Salazar Jesús Alberto, Correa Jiménez Anto-
nio José, Delgado Martínez Javier Mauricio, Delgado 
Ruiz Édinson, Gaviria Correa Sofía Alejandra, Henrí-
quez Pinedo Honorio Miguel y Uribe Vélez Álvaro.

Los honorables Senadores del Centro Democrá-
tico: Henríquez Pinedo Honorio Miguel, Castañeda 
Serrano Orlando y Uribe Vélez Álvaro, presentaron 
la siguiente proposición al artículo 2°, con el aval de 
los ponentes: Correa Jiménez Antonio José, Gaviria 
Correa Sofía Alejandra, quienes también la suscri-
bieron, así:
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“Proposición
Modifíquese el inciso primero del artículo 2° del 

Proyecto de ley número 79 de 2016 Senado, por 
medio de la cual se reconoce la protección especial 
de estabilidad laboral reforzada a servidores del Es-
tado en provisionalidad en cargos de Carrera Admi-
nistrativa, quedando así:

“Artículo 2°. Los servidores del Estado que des-
empeñen cargos de carrera administrativa en provi-
sionalidad y se encuentren en la condición de prepen-
sionados, que les falte tres años de edad o de tiempo 
de servicio para que se les reconozca la pensión de 
jubilación o de vejez, de conformidad con lo previsto 
en el artículo 12 de la Ley 790 de 2002, gozarán de la 
protección especial de estabilidad laboral reforzada 
hasta el día que la pensión les sea reconocida por 
la entidad de previsión social respectiva y sean in-
cluidos en nómina. 
administrativa en provisionalidad no puede ser con-
vocado a concurso.

La categoría de servidor público “prejubilado” 
solo la tendrán aquellos que lleven diez (10) años 
continuos o discontinuos en el sector público.

En todo caso, una vez sea reconocida la pensión de 
jubilación o vejez el cargo deberá salir a concurso de 
conformidad con lo dispuesto a la Ley 909 de 2004”.

Por:
“Artículo 2°. Los servidores del Estado que des-

empeñen cargos de carrera administrativa en provi-
sionalidad y se encuentren en la condición de prepen-
sionados,  faltaren tres 
años 

sea reconocida la pensión de vejez, gozarán de una 
protección especial de estabilidad laboral reforzada 
y hasta tanto, les sea reconocida su pensión siendo 
incluidos en nómina de la entidad administradora 
responsable del pago de su mesa pensional. Para 

-
nalidad no puede ser convocado a concurso.

El resto de la norma se apoya como viene en el 
informe de ponencia.

Motivación: Respetuosamente hacemos la suge-
rencia de ajuste por las siguientes razones:

a) Las referencias al tiempo que faltare para la 
“jubilación” o la condición de “prejubilación” pue-

régimen pensional y la prohibición constitucional de 
regímenes excepcionales o especiales de que trata el 

por el artículo 1º del Acto Legislativo número 01 de 
2005) que en su inciso 8 indica:

“Artículo 1°. Se adicionan los siguientes incisos y 
parágrafos al artículo 48 de la Constitución Política:

…
A partir de la vigencia del presente Acto Legis-

lativo, no habrá regímenes especiales ni exceptua-
dos, sin perjuicio del aplicable a la fuerza pública, al 
Presidente de la República y a lo establecido en los 
parágrafos del presente artículo”.

Por tanto, si bien hoy existen personas percibien-
do su pensión de jubilación en virtud de las normas 
anteriores a la Ley 100 de 1993 y del Acto Legislati-
vo número 01 de 2005, pues los derechos adquiridos 
fueron observados. Creemos que hoy no existe base 
jurídica para que existan personas en condición de 
expectativa de jubilación, ya que el régimen de tran-
sición expiró el pasado 31 de julio de 2014.

b) Sugerimos respetuosamente la supresión de la 
mención al artículo 12 de la Ley 790 de 2002, pues 
consideramos limitaría el efecto que pretende alcan-
zar el Proyecto de ley número 79 de 2016. Esto debi-
do a que el denominado “retén social” de que trata el 
referido artículo solo se circunscribe a los eventos de 
supresión de cargos por renovación o modernización 
de entidades del Estado. Creemos que si se elimina 
tal mención, la estabilidad reforzada cobijaría a todo 
prepensionado sin que sea aquel que esté en peligro 
de que su cargo sea suprimido.

Basamos la sugerencia en la distinción que sobre 
el tema realizó la Corte Constitucional en Sentencia 
T-326 de 2014, que indica:

“Esto debido a que dicha estabilidad opera como 
instrumento para la satisfacción de los derechos funda-
mentales de estos grupos poblacionales, que se verían 
gravemente interferidos por el retiro del empleo públi-
co. Por ende, la Corte desestima lo expresado por 
los jueces de instancia, en el sentido de confundir 
la estabilidad laboral reforzada de los prepensio-

ERRÓNEAMENTE 

entidad y en el marco de los procesos de restructu-
ración de la Administración Pública””.

c) De igual manera, pedimos se revalúe y se 
cambie la previsión que indica que solo cuando la 
persona prepensionada perciba su pensión puede en-
tonces, sacarse el cargo a concurso. Consideramos 
que en atención al derecho/obligación de proveer los 
cargos de carrera podría ser más viable que la Comi-

y después de conocer los casos de estabilidad refor-
zada por la condición de prepensionados previera 
los tiempos de manera armónica para aprovechar la 
vigencia de listas de elegibles con vigencia de dos 
años o la iniciación razonable de los concursos de 
mérito para que las dos condiciones de estabilidad y 
provisión del cargo coincidieran de manera armónica 
sin causar vacancias.”

Nota secretarial: La Secretaría dejó constancia 
que de acuerdo con lo explicado por los autores de 
la misma y avalada por los ponentes, la anterior pro-

primero del artículo 2°, manteniéndose los incisos 
segundo y tercero tal como vienen en el texto pro-
puesto de la ponencia para primer debate Senado. Es 
decir que los tachados allí presentados no se toma-
ron en cuenta en la siguiente votación, sino solo el 

incluyendo la corrección del término “mesa”, siendo 
lo correcto “mesada”, lo cual fue leído por la Secre-
taría, así:
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“Artículo 2°. Los servidores del Estado que des-
empeñen cargos de carrera administrativa en provi-
sionalidad y se encuentren en la condición de prepen-
sionados,  faltaren tres 
años 

sea reconocida la pensión de vejez, gozarán de una 
protección especial de estabilidad laboral reforzada 
y hasta tanto, les sea reconocida su pensión siendo 
incluidos en nómina de la entidad administrado-
ra responsable del pago de su mesada pensional. 

-
visionalidad no puede ser convocado a concurso.”

Puesta a consideración y votación la anterior propo-
°, 

se obtuvo su aprobación, con votación pública y nomi-
nal, por nueve (9) votos a favor, ningún voto en contra, 
ninguna abstención, sobre un total de nueve (9) hono-
rables Senadores y Senadoras presentes al momento 
de la votación. Los honorables Senadores y Senadoras 

Blel Scaff Na-
dia Georgette, Castañeda Serrano Orlando, Castilla 
Salazar Jesús Alberto, Correa Jiménez Antonio José, 
Delgado Ruiz Édinson, Gaviria Correa Sofía Alejan-
dra, Henríquez Pinedo Honorio Miguel, Pestana Rojas 
Yamina del Carmen y Uribe Vélez Álvaro.

Aprobada la anterior proposición, se colocó en 
consideración el resto del artículo 2°, (inciso pri-
mero e inciso segundo del mismo), tal como fue pre-
sentado en el texto propuesto de la ponencia positiva 
para primer debate, se obtuvo su aprobación, con vo-
tación pública y nominal, por ocho (8) votos a favor, 
ningún voto en contra, ninguna abstención, sobre un 
total de ocho (8) honorables Senadores y Senadoras 
presentes al momento de la votación. Los honorables 

fueron: Blel Scaff Nadia Georgette, Castilla Salazar 
Jesús Alberto, Correa Jiménez Antonio José, Delga-
do Ruiz Édinson, Gaviria Correa Sofía Alejandra, 
Henríquez Pinedo Honorio Miguel, Pestana Rojas 
Yamina del Carmen y Uribe Vélez Álvaro.

En consecuencia, el artículo 2° -
da de la siguiente manera:

“Artículo 2°. Los servidores del Estado que des-
empeñen cargos de carrera administrativa en provi-
sionalidad y se encuentren en la condición de prepen-
sionados,  faltaren tres 
años 

sea reconocida la pensión de vejez, gozarán de una 
protección especial de estabilidad laboral reforzada 
y hasta tanto, les sea reconocida su pensión siendo 
incluidos en nómina de la entidad administrado-
ra responsable del pago de su mesada pensional. 

-
visionalidad no puede ser convocado a concurso.”.

La categoría de servidor público “prejubilado” 
solo la tendrán aquellos que lleven diez (10) años 
continuos o discontinuos en el sector público.

En todo caso, una vez sea reconocida la pensión 
de jubilación o vejez el cargo deberá salir a concur-
so de conformidad con lo dispuesto a la Ley 909 de 
2004”.

Las proposiciones reposan en el expediente y 
fueron dadas a conocer oportunamente y previo a 
la votación, a todos los honorables Senadores y Se-
nadoras integrantes de esta Célula Legislativa (Re-
producción mecánica, para efectos del Principio de 
Publicidad señalado en la ratio decidendi de la Sen-
tencia C-760/2001).

Votación artículos 1°, 3° y el título del proyecto 
(sin proposiciones, tal como fueron presentados 
en el texto propuesto para primer debate al Pro-
yecto de ley número 79 de 2016 Senado):

Finalmente, fueron puestos en consideración (en 
bloque por solicitud del coordinador de ponentes, 
honorable Senador Antonio José Correa Jiménez), 
los artículos 1° y 3° (sin proposiciones), el título del 
Proyecto de ley número 79 de 2016 Senado (sin pro-
posiciones) y el deseo de la Comisión de que este 
proyecto pase a segundo debate y se obtuvo su apro-
bación, con votación pública y nominal, por nueve (9) 
votos a favor, ningún voto en contra, ninguna absten-
ción, sobre un total de nueve (9) honorables Senado-
res y Senadoras presentes al momento de la votación. 
Los honorables Senadores y Senadoras que votaron 

Blel Scaff Nadia Georgette, 
Castilla Salazar Jesús Alberto, Correa Jiménez An-
tonio José, Delgado Martínez Javier Mauricio, Del-
gado Ruiz Édinson, Gaviria Correa Sofía Alejandra, 
Henríquez Pinedo Honorio Miguel, Pestana Rojas 
Yamina del Carmen y Uribe Vélez Álvaro.

En consecuencia, los artículos 1° y 3° y el tí-

fueron presentados en el texto propuesto de la 
ponencia para primer debate al Proyecto de ley 
número 79 de 2016 Senado, así:

“Artículo 1°. El Estado garantiza el derecho a la 
estabilidad laboral reforzada de los servidores estata-
les que ocupan cargos en provisionalidad de carrera 
administrativa y que se hallan en estado de debilidad 

-
diante concurso de méritos, cuando se encuentran en 
situación de prepensionados.”.

“Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.”.

El título del Proyecto de ley número 79 de 2016 

“Por medio de la cual se reconoce la protección 
especial de estabilidad laboral reforzada a servido-
res del Estado en provisionalidad en cargos de Ca-
rrera Administrativa”.

El honorable Senador Álvaro Uribe Vélez, dejó 
como constancia, de parte del Centro Democrático, 
que la protección que da este proyecto aquí aproba-
do, en ninguna forma excluye la aplicación de las 
causales de retiro del empleo público, cuando el fun-
cionario incurriera en una de ellas.

- Seguidamente fueron designados Ponentes para 
Segundo Debate, en estrado, los honorables Sena-
dores: Sofía Alejandra Gaviria Correa, Carlos En-
rique Soto Jaramillo y Antonio José Correa Jiménez 
(Coordinador). Término reglamentario de quince 
(15) días calendario, contados a partir del día si-
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guiente de la designación en estrado, susceptibles de 
solicitar prórroga.

- La relación completa del primer debate se halla 
consignada en el Acta número 23, de fecha miérco-
les veintitrés (23) de noviembre de dos mil dieciséis 
(2016), de la Legislatura 2016-2017.

- Conforme a lo dispuesto en el artículo 8°, del 
Acto Legislativo número 001 de 2003, (último inciso 
del artículo 160 de la Constitución Política), el anun-
cio del Proyecto de ley número 79 de 2016 Senado, 
se hizo en las siguientes sesiones ordinarias: Mar-
tes 18 de octubre de 2016, Según Acta número 15. 
Martes 25 de octubre de 2016, Según Acta número 
16. Miércoles 2 de noviembre de 2016, Según Acta 
número 18. Martes 8 de noviembre de 2016, Según 
Acta número 19. Miércoles 9 de noviembre de 2016, 
Según Acta número 20. Martes 15 de noviembre de 
2016, Según Acta número 21. Martes 22 de noviem-
bre de 2016, Según Acta número 22.

Iniciativa: Honorable Senador Antonio José Co-
rrea Jiménez.

Ponentes en Comisión Séptima de Senado para 
primer debate, honorables Senadores: Sofía Ale-
jandra Gaviria Correa, Carlos Enrique Soto Jara-
millo y Antonio José Correa Jiménez (Coordinador).

Radicado en Senado: 02-08-2016.
Radicado en Comisión Séptima de Senado: 

18-08-2016.
Radicación ponencia positiva para primer 

debate: 12-10-2016.
Publicación informe de ponencia para primer 

debate: 26-10-2016.
Número de artículos ponencia para primer de-

bate Senado: Tres (3) artículos.
Número de artículos aprobados en Comisión 

Séptima de Senado: Tres (3) artículos.

Publicación proyecto original: -
 número 589 de 2016.

Publicación ponencia positiva para primer 
debate Comisión Séptima del Senado: 

 número 926 de 2016.

No hay conceptos ni observaciones del Gobierno 
ni de ninguna entidad, frente a este proyecto de ley.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá D. C., a los a los seis (6) días del mes 
de diciembre del año dos mil dieciséis (2016). En la 
presente fecha se autoriza la publicación en la -

primer debate, en la Comisión Séptima del Senado, 
en sesión ordinaria de fecha miércoles veintitrés (23) 
de noviembre de dos mil dieciséis (2016), según 
Acta número 23, en doce (12) folios, al Proyecto 
de ley número 79 de 2016 Senado, por medio de 
la cual se reconoce la protección especial de esta-
bilidad laboral reforzada a servidores del Estado en 
provisionalidad en cargos de Carrera Administrati-
va. Lo anterior, en cumplimiento a lo ordenado en el 
inciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 de 2011.

El Secretario,

C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S
CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO 
DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL SOBRE 
EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 07 DE 2016 

SENADO
por medio de la cual se establecen normas sobre la 
información nutricional, el etiquetado de las bebi-
das azucaradas y se dictan otras disposiciones. - Ley 

para el Consumo Informado del Azúcar.
Bogotá, D. C.,
Doctor
JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA
Comisión Séptima Constitucional
Senado de la República
Carrera 7ª N° 8 – 68
Ciudad
Asunto: Concepto sobre el Proyecto de ley nú-

mero 07 de 2016 Senado, por medio de la cual se 

establecen normas sobre la información nutricional, 
el etiquetado de las bebidas azucaradas y se dictan 
otras disposiciones. - Ley para el Consumo Informa-
do del Azúcar.

Señor Secretario:
Teniendo presente que la iniciativa de la refe-

rencia está pendiente de surtir primer debate en esa 
Corporación, se hace necesario emitir el concepto 
institucional desde la perspectiva del Sector Salud y 
Protección Social. Para tal cometido, se toma como 
fundamento el texto publicado en la -

 número 544 de 2016.
Al respecto, este Ministerio, en ejercicio de las 

competencias constitucionales y legales que le asis-
ten, en especial las previstas en el inciso 2° del ar-
tículo 208 de la Constitución Política y el numeral 3° 
del artículo 59 de la Ley 489 de 1998, sin perjuicio 
de los comentarios que estimen pertinente realizar 
otras autoridades para las cuales este tema resulte 
sensible, formula las siguientes observaciones:
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1. LA PROPUESTA
-

rar una política para brindar información nutricional 
de los productos con contenido de azúcares. Lo ante-
rior atendiendo a la situación de obesidad y sobrepe-
so en el mundo y en Colombia, esto de conformidad 
con la existencia de enfermedades derivadas de tal 
situación. Por ello se estipulan obligaciones de infor-
mación, advertencia y el establecimiento de límites 
al consumo de azúcares.

Así, dentro de su articulado se comprenden temá-
ticas como las que se describen a continuación:

que, además de lo ya expresado, incorpora un régi-
men sancionatorio (artículo 7°) a quien incumpla sus 
disposiciones.

saber: los términos envase, máquina expendedora de 
bebidas, endulzante calórico, azúcares libres, bebida 
azucarada, valor diario nutricional, porcentaje de va-
lor diario, rotulado o etiquetado nutricional y frase 
de información y advertencia.

1.3. En el artículo 3° se indica la obligación de 
incluir las frases de información y advertencia en las 
bebidas azucaradas y en las máquinas expendedoras. 
Se señalan las descripciones de las frases, “haciendo 

-
diciones médicas y factores de riesgo”. Es más, se 
precisa que el contenido deberá ser determinado por 
este Ministerio, siguiendo el esquema de la Ley 1335 
de 2009. Consagra, así mismo, los requisitos que de-
ben tener tanto los envases como las máquinas o dis-
positivos de expendio.

1.4. El artículo 4° prevé que toda publicidad o 
promoción sobre los productos deberá incluir las fra-
ses de información y advertencia. Se reseñan ciertos 

aquellas que son auditivas. Tales puntos serán deter-
minados, igualmente, por esta Cartera.

1.5. En cuanto al valor diario de consumo de azú-

parte de esta entidad, de acuerdo con la evidencia 

que existe una obligación de incluir tal porcentaje en 
el rotulado y etiquetas (artículo 6°).

1.6. Se establece que corresponde al Ministerio 
determinar las sanciones en el caso de incumplimien-
to de las medidas que se impulsan en esta iniciativa 
(artículo 7°) y se plantea que la reglamentación de 
la norma corresponde al Gobierno nacional y deberá 
realizarse dentro de los tres meses siguientes a su ex-
pedición (artículo 8°). Para su aplicación se concede 
un plazo de seis meses a partir de la reglamentación 
que se expida (artículo 9°).

2. CONSIDERACIONES
2.1. La alimentación y las bebidas azucaradas
La buena alimentación es la fuente de energía 

para vivir, crecer, estar activo y a la vez se constituye 
en la primera defensa contra las enfermedades. Los 
problemas nutricionales causados por una dieta in-
adecuada pueden ser de muchos tipos y cuando afec-

tan a toda una generación de niños pueden reducir 
su capacidad de aprendizaje, comprometiendo así su 
futuro y perpetuando un ciclo generacional de pobre-
za y malnutrición con graves consecuencias para los 
individuos y las naciones.

Es tal la trascendencia de este tema, que en sí mis-
mo constituye un derecho humano reconocido en di-
ferentes instrumentos jurídicos internacionales, tales 
como la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos, el Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales y la Convención sobre los 

Universal de Derechos Humanos. En lo atinente al 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, se 
encuentra contenido en los textos de la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del hombre, en 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(CADH) y en el Protocolo Adicional a la CADH en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales “Protocolo de San Salvador”. Este último ins-
trumento consagra en su artículo 12 que:

1. Toda persona tiene derecho a una nutrición 
adecuada que le asegure la posibilidad de gozar del 
más alto nivel de desarrollo físico, emocional e inte-
lectual.

2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho 
y a erradicar la desnutrición, los Estados Partes se 
comprometen a perfeccionar los métodos de produc-
ción, aprovisionamiento y distribución de alimentos, 
para lo cual se comprometen a promover una mayor 
cooperación internacional en apoyo de las políticas 
nacionales sobre la materia.

De esta manera, el derecho a la alimentación sana 
y adecuada se erige como un imperativo moral, una 
inversión económica para nuestras sociedades y la 
concreción misma de un derecho humano básico, a 

reconociendo las estrechas relaciones entre los ali-
mentos y la salud.

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales a través de la Observación General N° 12 
de 1999, documento que reporta el nivel de cumpli-
miento del Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales y del cual Colombia es 
Estado Parte a partir de la expedición de la Ley 74 de 
1968; determina que: “El derecho a la alimentación 
adecuada se ejerce cuando todo hombre, mujer o 
niño, ya sea solo o en común con otros, tiene acceso 
físico y económico, en todo momento, a la alimenta-
ción adecuada o a medios para obtenerla”.

Dicho instrumento precisa que: “el derecho a 
una alimentación adecuada está inseparablemen-
te vinculado a la dignidad inherente de la persona 
humana y es indispensable para el disfrute de otros 
derechos humanos consagrados en la Carta Interna-
cional de Derechos Humanos”. Así mismo, señala 
que para la oportuna garantía del derecho, este “[e]
s inseparable de la justicia social, pues requiere 
la adopción de políticas económicas, ambienta-
les y sociales adecuadas, en los planos nacional e 
internacional, orientadas a la erradicación de la 
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pobreza y al disfrute de todos los derechos huma-
nos por todos”1.

Para el caso en estudio, se debe incluir lo previsto 
en la Observación General en lo concerniente a un 
componente fundamental para la garantía del dere-
cho y es la asociada con la obligación de los Estados 
parte de “proteger los recursos alimentarios básicos 
para el pueblo”, para lo cual deben implementar me-
didas idóneas que estén dirigidas a “garantizar que 
las actividades del sector privado y de la sociedad 
civil sean conformes con el derecho a la alimenta-
ción2.

Ahora bien, como parte del cumplimiento de las 
obligaciones de protección, respeto y garantía3 de 
este derecho, los Estados han enfocado sus esfuer-
zos principalmente a la erradicación del hambre y 
la desnutrición, como principales problemas en la 
garantía de una alimentación adecuada para su po-
blación, sin embargo en Colombia la malnutrición 
ha venido adquiriendo relevancia debido a que las 
transformaciones económicas, sociales y demográ-

sustitución de alimentos naturales y la pérdida de la 
-

sumo de frutas y verduras y la adquisición-consumo 
de alimentos elaborados con alto contenido de azu-
cares, grasas y perseverantes.

Existen importantes evidencias que muestran la 
relación entre la nutrición inadecuada, la génesis de 
la aterosclerosis y la enfermedad coronaria. Así mis-
mo, la alta y frecuente ingesta de grasas saturadas, 
grasas trans y sal, junto con un bajo consumo de fru-
tas, verduras y pescado, han sido asociados con un 
alto riesgo de desarrollar enfermedades cardiovascu-
lares4, de ahí su relevancia como factor protector en 
la prevención de las enfermedades no transmisibles 
(ENT). Aquí, es importante mencionar que estas en-
fermedades representan una elevada carga tanto en 
términos de mortalidad como de morbilidad y guar-
dan un estrecho nexo causal con ciertos factores de 
riesgo evitables principalmente ligados con estilos 
de vida inapropiados como regímenes alimentarios 
no saludables, inactividad física, consumo de tabaco 
y el exceso de alcohol.

En la actualidad, las ENT amenazan los progresos 
hacia el logro de los Objetivos de Desarrollo Soste-
nible de las Naciones Unidas. La pobreza está alta-
mente relacionada con las ENT. Se prevé que el rápi-
do aumento de estas enfermedades será un obstáculo 
para las iniciativas de reducción de la pobreza en los 
países de ingresos bajos, en particular porque dis-
pararán los gastos familiares por atención sanitaria. 
Las personas vulnerables y socialmente desfavoreci-
1 Comité de derechos Económicos Sociales y Culturales. 

Observación General 12 de 1999. Por la misma línea, 
la Observación General 14 de 2000 que refuerza que el 
derecho a la salud está estrechamente asociado a la ali-
mentación.

2 Ibíd.
3 Convención Americana sobre Derechos Humanos. Ar-

tículo 2°.
4 OMS, http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs394/

es/ (11.10.2016).

das enferman más y mueren antes que las personas 
de mayor posición social, sobre todo porque corren 
un mayor riesgo de exposición a productos nocivos, 
como el tabaco o alimentos poco saludables, y tienen 
un acceso limitado a los servicios de salud5.

Ante esta realidad y como parte de los esfuerzos 
que desde el sector salud se están promoviendo en la 
consecución de la mega meta en salud relacionada 
con la disminución en 8% de la mortalidad por ENT 
en Colombia, el presente documento pretende reco-
ger los principales aspectos y características técnicas 
contempladas en el proyecto de ley de la referencia y 
realizará una propuesta regulatoria basada en la evi-

-
recho comparado que sobre el tema, se han realizado 
a nivel mundial, buscando la protección y garantía 
de los derechos a la alimentación y a la salud de la 
población colombiana.

Hoy en día, se tiene que la regulación de las bebi-
das azucaradas es un tema de vigencia.

A la par del posicionamiento de esta clase de be-
bidas a nivel mundial, se ha producido un debate en 
torno a los efectos que conlleva el consumo de las 
mismas en la salud.

En Colombia, vale la pena destacar un estudio 
que se desarrolló frente a los efectos de su consumo 
en población universitaria. Respecto de los proble-
mas que se han suscitado, se ha manifestado:

[...] Recientes evidencias destacan la importancia 
de la ingesta de bebidas azucaradas y la relación con 
la obesidad, la diabetes mellitus tipo 2 (DM-2), el 
síndrome metabólico, la hipertensión arterial, la 

de cáncer. En un metaanálisis reciente, Rippe de-
muestra que el consumo habitual y los grandes vo-
lúmenes de bebidas con alto contenido de sacarosa 
y jarabe de maíz alto en fructosa se asocian con ga-
nancia de peso, resistencia a la insulina, acumulación 
de tejido adiposo visceral y grasa ectópica, así como 
con elevación de los niveles de triglicéridos y co-
lesterol. Similar resultado reportaron Malik et ál. en 
otro metaanálisis que incluyó 11 estudios de cohorte 
prospectiva, en el que mostraron que el consumo de 
334 mL/día de bebidas azucaradas se asoció con el 
desarrollo de obesidad (RR 1,20; IC 95% 1,02-1,42) 
y DM-2 (RR 1,25; IC 95% 1,10-1,42). En América 
Latina, México ilustra claramente la dimensión de 
este problema, siendo hoy el segundo país que más 
bebidas azucaradas consume en el mundo. Allí, la in-
gesta de gaseosas se duplicó en 7 años y el sobrepeso 
y la obesidad alcanzaron a tres cuartos de la pobla-
ción adulta y al 25% de los niños.

Entre los principales mecanismos por los cuales 
las bebidas azucaradas promueven el sobrepeso y la 
obesidad e incrementan los factores de riesgo cardio-
vascular se destaca el aumento del contenido calóri-
co, la estimulación del apetito y los efectos adversos 
al consumo de jarabe de maíz alto en fructosa. Sobre 
este último aspecto, varios trabajos han mostrado que 
el exceso de fructosa promueve la “lipogénesis” de 
5 OMS 2015, http://www.who.int/mediacentre/factsheets/

fs355/es/ (11.10.2016).
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novo hepática a través de la síntesis de triglicéridos 
hepáticos. La sobreproducción de estos contribuiría 
a un incremento del tejido adiposo y a la posterior 
acumulación ectópica de lípidos, fenómeno conoci-
do también como “lipotoxicidad”, la cual lleva a una 
resistencia a la insulina. La fructosa puede, además, 
aumentar el ácido úrico en suero, reduciendo la sin 
tasa de óxido nítrico endotelial, con la consecuente 
disfunción endotelial -mecanismo asociado al ac-
cidente cerebrovascular isquémico hemorrágico y 
a la presencia de DM-2-. Es importante anotar que 
la obesidad es un factor de riesgo para DM-2, aun-
que no es el único mediador en la asociación entre 
la ingesta de bebidas azucaradas y esta, pues se han 
descrito mecanismos relacionados con el índice glu-
cémico de las bebidas azucaradas y la consecuente 
resistencia a la insulina.

Dentro de la misma problemática, se ha demos-
trado relación entre la ingesta habitual de bebidas 
azucaradas y el aumento de triglicéridos y coleste-
rol unido a lipoproteínas de baja densidad (c-LDL), 
y la disminución proporcional del colesterol unido 
a lipoproteínas de alta densidad (c-HDL), creando 

-
probado el efecto hipocalcemiante inmediato cuan-
do existe un consumo de bebidas azucaradas car-
bonatadas superior a 1.500 mL/sem, con riesgo  in-
crementado de fracturas óseas [...]6. [Énfasis fuera 
del texto].

Ante esta situación y teniendo en cuenta su no-
cividad, se han propuesto una serie de medidas de 

esta clase de bebidas, sin llegar al extremo de pro-
hibirlas, en un caso paralelo a lo que ocurre con el 
tabaco. Es decir, en estos eventos el Estado reconoce 
la letalidad de un producto pero, por diversas cir-
cunstancias, entre ellas su legalidad y aceptabilidad 
durante muchos años, debe optar por medidas dirigi-
das a desincentivar su consumo. Sobre el particular, 
se pueden enunciar las siguientes:

- En ciertos países, se ha adoptado un impuesto 
7. Es 

la situación acontecida en Estados Unidos, Noruega 
(1981), Samoa (1984), Australia (2000), Polinesia 
(2002), Fiji (2006), Nauru (2007), Finlandia (2011), 
Hungría (2011) y Francia (2012)8. México, derivado 
del alto consumo en su población de esas bebidas, 
adoptó un impuesto a las mismas9.

De igual forma, se ha regulado el etiquetado y la 
advertencia. En San Francisco, Estado de California, 
Estados Unidos, por ejemplo, se aprobó una serie de 
6 Robinson Ramírez-Vélez, Mónica L. Ojeda, M. Alejan-

dra Tordecilla, Jhonatan C. Peña, José F. Meneses, “El 
consumo regular de bebidas azucaradas incrementa el 

universitarios de Colombia” en Revista Colombiana de 
Cardiología, vol. 23 número 1, enero  febrero 2016.

7 En: http: //www.paho.org/mex/index.php?option=comc
ontent&view=article&id=627%3Alos-impuestos-refres-
cos-bebidas-azucaradas-medida-saludpublica&Itemid= 
499 (07.09.2016).

8 Ibíd.
9 En: http://iris.paho.org/xmlui/bitstream/handle/123456789 

/18390/978-92-75-31871-3esp.pdf?sequence=5&is-
Allowed=y (07.09.2016).

advertencias respecto de su consumo, a tal punto que 
se incluyó en esta clase de bebidas el siguiente men-
saje: “WARNING: Drinking beverages with added 
sugar(s) contributes to obesity, diabetes, and tooth 
decay This is a message from the City and County of 
San Francisco”10.

El aviso aprobado es el siguiente:

- Asociado a lo que se viene tratando, se conside-
ra conducente adoptar medidas tendientes a limitar la 
publicidad asociada a otras medidas para controlar el 
consumo. La OMS, en la guía de recomendaciones 
pretendía limitar su consumo a 25 gramos. En Nueva 
York, por citar otro ejemplo, se propuso la reducción 
del tamaño de los envases.

Cada una de estas medidas persigue el desarrollo 
coherente de una política de salud pública en la ma-
teria guiada hacia el control del consumo, la visibili-
zación y la conciencia de la situación.

Con base en lo anterior, vale decir, los efectos de 
esta clase de bebidas y la capacidad regulatoria del 
Estado en la materia, se considera que el plantea-
miento general del proyecto, en el sentido de esta-
blecer unas frases de advertencia e incluirlas en las 
estrategias publicitarias constituyen decisiones que 
se orientan a la protección, muy similar a lo aconte-
cido con el tabaco y los lineamientos desarrollados 
en el convenio marco sobre ese producto.

2.2. Alcance de la iniciativa
Sin duda, es función de los gobiernos facilitar la 

información correcta y equilibrada al consumidor. 
De ahí que la propuesta sea positiva al considerar 
el derecho del consumidor a recibir una información 
exacta, estandarizada y comprensible sobre el con-
tenido de los productos alimenticios, que les permita 
adoptar decisiones saludables. Sin embargo, la con-
tribución del proyecto tendiente a disminuir los fac-
tores de riesgo, como el sobrepeso y la obesidad en 
tanto determinantes para la incidencia de Enferme-
dades Crónicas No Transmisibles es limitada, más 
aun cuando el nexo que existe entre el régimen ali-
mentario y la enfermedad tiene un marco etiológico 
amplio.

Desde luego, la alimentación poco saludable y la 
falta de actividad física están dentro de las princi-
pales causas de las enfermedades no transmisibles, 
como las cardiovasculares, la diabetes tipo 2 y de-
terminados tipos de cáncer, las cuales contribuyen 
sustancialmente a la carga mundial de morbilidad, 
mortalidad y discapacidad. Aproximadamente 3,2 
10 En: https://www.hsph.harvard.edu/nutritionsource/2016/05/19/ 

public-health-win-san-francisco-law-reguires-health-
warnings-on-sugary-drink-advertising/ (09.09.2016).
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millones de defunciones anuales pueden atribuirse a 

de riesgo metabólico de ENT a nivel mundial es el 
aumento de la presión arterial (a lo que se atribuyen 
el 18% de las defunciones a nivel mundial, segui-
do por el sobrepeso y la obesidad y el aumento de 
la glucosa sanguínea, es así como 1,7 millones de 
muertes en 2010 debidas a causas cardiovasculares 
se han atribuido a la ingesta excesiva de sal/sodio 
a nivel mundial11,12. Es por ello que los gobiernos 
tienen un papel fundamental donde la articulación 
con otros sectores es fundamental para promover 
cambios en el comportamiento de las personas, las 
familias y las comunidades para que estas tomen de-
cisiones positivas con relación a la selección de una 
alimentación saludable que propenda por una mejor 
calidad de vida.

El conocimiento que tenga la población sobre la 
composición de los alimentos (en especial su conte-
nido de energía, grasas saturadas, grasas trans, sodio, 
azucares añadidos) tiene efecto en la elección que 
haga el consumidor de los productos procesados y 
ultraprocesados. Esto genera la necesidad de mante-
ner informado al consumidor sobre la composición 
nutricional de los alimentos, y en especial cuando es-
tos presenten contenidos excesivos de los nutrientes 
mencionados, el etiquetado nutricional es la única 
fuente de información con la que cuenta el consumi-
dor en el punto de venta, es importante que este sea 
capaz de localizar, leer, interpretar y comprender la 
información que se presenta en las etiquetas de los 

-
ductos saludables13,14.

Dentro de este contexto, el proyecto normativo 
puede constituirse en el marco para la acción con 
relación al rotulado nutricional y rotulado nutricio-
nal frontal de advertencia, que contenga mandatos 
claros sobre los tópicos más relevantes en este tema, 
asignándole a la autoridad sanitaria las facultades 
que le permitan reglamentar debidamente y cumplir 
con la función ya expresada del rotulado; además 

actualizada sobre azúcar, la ingesta alta de azúcares 
induce a niveles elevados de glucosa, insulina y áci-
do úrico, intolerancia a la glucosa, resistencia a la 
leptina (hormona que se ha asociado con regular el 
11 Lim SS, Vos T, Flaxman AD, Danaei G., Shibuya K., 

Adair-Rohani H et ál. A comparative risk assessment of 
burden of disease and injury attributable to 67 risk fac-
tors and risk factor clusters in 21 regions, 1990-2010: 
a systematic analysis for the Global Surden of Disease 
Study 2010. Lancet, 2012; 380(9859):2224-2260. 

12 Jadue H, Liliana, Vega M, Jeanette, Escobar S., María 
Cristina, Delgado B. Iris, Garrido G. Carmen, Lastra 
M. Patricia, Espejo E. Francisco, & Peruga U. Arman-
do. (1999). Factores de riesgo para las enfermedades no 
transmisibles: Metodología y resultados globales de la 
encuesta de base del Programa Carmen (Conjunto de 
Acciones para la Reducción Multifactorial de las Enfer-
medades no Transmisibles). Revista Médica de Chile, 
127(8), 1004-1013.

13

sign spot labeling Technical Guidance; Food Standards 
Agency; UK, 2007.

14 Pietinen P. Valsta LM, Hirvonen T et ál. Labelling the 
salt content in foods: auseful tool in reducing sodium in-
take in Finland. Public Health Nutr 2008; 1: 335-40.

apetito), hígado graso no alcohólico y función pla-
quetaria alterada. Una dieta alta en azúcares aña-
didos tiene un riesgo 3 veces mayor de muerte por 
enfermedad cardiovascular15,16,17 y nutrientes que 
pueden apoyar la reglamentación del etiquetado 
frontal y el tema de publicidad de alimentos de alto 
contenido de energía y pobre valor nutricional. Es así 

de Nutrientes que tiene como objetivo proporcionar 
-

bidas que contienen una cantidad excesiva de azú-
cares libres, sal, total de grasas, grasas saturadas y 
ácidos grasos trans, basada en las Recomendaciones 
de Ingesta de la OMS y se busca que pueda ser una 
herramienta para uso de etiquetas de advertencia en 
el frente del envase18.

Ahora bien, la regulación de elementos consti-
tutivos de la libertad de empresa, en especial los 
asociados con la imposición de prohibiciones, de-
ben ser establecidos a través de normas jurídicas de 

-
guración legislativa. Esto es así, debido a que cual-
quier intervención del Estado en la economía debe 
ser reglada a través de los actos del legislador, te-
niendo en cuenta la aplicación del principio demo-
crático, el cual legitima la actividad del Congreso 
de la República.

Dichas intervenciones en la libertad de empresa 
pueden predicarse en tanto dicha prerrogativa no 
es absoluta, permitiendo la intervención del Esta-
do bajo la realización del test de proporcionalidad. 
Este test implica la consideración de los siguientes 
puntos:

1. Necesariamente debe llevarse a cabo por mi-
nisterio de la ley.

2. No puede afectar el núcleo esencial de la liber-
tad de empresa.

4. Debe obedecer al principio de solidaridad, y
5. Debe responder a criterios de razonabilidad y 

proporcionalidad.
Para el caso de las medidas regulatorias sobre ro-

tulado y etiquetado de alimentos y sin que se pase por 
alto la pretensión de establecer medidas intervencio-
nistas por parte del Gobierno nacional, se requeriría 

adicionando la actual normativa o bien creando una 
15 Rachel K. Johnson, Phd, MPH, RD; Bethany A. Yon, 

MS. Weighing in on Added Sugars and Health. Septem-
ber 2010 Journal of the American Dietetic Association.

16 Ronette R. Briefel, DrPH, RD; Ander Wilson, MS; Char-
lotte Cabili, MS, MPH; Allison Hedley Dodd, PhD. 
Reducing Calories and Added Sugars by Improving 
Children’s Beverage Choices. J Acad Nutr Diet. 2013; 
113: 269-275.

17 Sibylle Kranz, Phd, Rd, Helen Smiciklas-Wright, Phd, 
Anna Maria Siega-Riz, Phd, Rd, And Diane Mitchell, 
Msrd. Adverse Effect Of High Added Sugar Consump-
tion On Dietary lntake In American Preschoolers. J Pe-
diatr 2005; 146:105-11.

18 Organización Panamericana de la Salud. Modelo de Per-
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nueva norma jurídica que las contenga, tal y como se 
ha analizado en lo atinente a la Ley 1335 de 2009. 
Sobre el particular, la Corte Constitucional ha enfa-
tizado:

[...] En lo que respecta a la validez constitucional 
de las actividades estatales de intervención económi-

requisitos que deben cumplirse para la acreditación 
de tal validez, como el grado de intensidad y la me-
todología de escrutinio judicial de las medidas de in-
tervención. Frente a lo primero, existe un precedente 
consolidado en el sentido que la medida de interven-
ción estatal en la economía solo resultará admisible 
cuando se cumplan los siguientes requisitos: “i) ne-
cesariamente debe llevarse a cabo por ministerio de 
la ley; ii) no puede afectar el núcleo esencial de la li-
bertad de empresa; iii) debe obedecer a motivos ade-

la referida garantía19; iv) debe obedecer al principio 
de solidaridad20; y v) debe responder a criterios de 
razonabilidad y proporcionalidad21”. [...]22,23.

Para lo que nos concierne, y en lo referente a la 
norma propuesta, se cumplen tales exigencias pues 
se realiza por orden de la ley. No se afecta el núcleo 
esencial de la libertad de empresa ya que la disposi-
ción proyectada no niega tal capacidad de los produc-
tos y comercializadores de tales bebidas. Las adver-
tencias y la publicidad no impiden tales actividades 
sino que las regulan. Tal regulación se fundamenta 

medida responde a la necesidad de salvaguardar la 
salud pública y evitar, al máximo, que la población 
padezca de una serie de consecuencias nocivas, tal y 

-
ro, además, que obedece al principio de solidaridad 
puesto que las medidas están rodeadas del altruis-
mo esencial que implica el bienestar de la población. 
Atendiendo a la forma en que incide esta situación en 
la población, tanto la advertencia como la obligación 
publicitaria, resultan razonables y proporcionales. 
En efecto, la información sobre la incidencia de un 
producto y la obligación de que ella esté disponible 
va en el sentido de protección ya señalado. Es más, 
constituye una obligación de quienes lo producen y 
comercializan.

2.3. Comentarios al articulado.
Sin perjuicio de lo enunciado hasta el momento, a 

continuación se procede a hacer observaciones sobre 
el articulado de la iniciativa, así:

°
En lo que tiene que ver con el objeto, en con-

sonancia con lo antedicho, se estima que este de-
19 Corte Constitucional. Sentencia T-291 de 1994. M. P. 

Eduardo Cifuentes.
20 Corte Constitucional. Sentencia T-240 de 1993. M. P. 

Eduardo Cifuentes Muñoz.
21 Corte Constitucional. Sentencia C-398 de 1995. M. P. 

José Gregorio Hernández Galindo.
22 Existen varios pronunciamientos de la Corte que han rei-

terado estos requisitos. La transcripción expuesta C-615 
de 2002 (M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra).

23 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-830 de 20 
de octubre de 2010, M. P. Luis Ernesto Vargas Silva.

bería abordar temas de composición nutricional de 
alimentos envasados procesados y ultraprocesados 

importan o envasen informen de manera clara, in-
equívoca a través del rótulo nutricional la com-
posición del alimento teniendo en cuenta mínimo 
la cantidad de energía, azúcares, sodio, grasas sa-
turadas y demás nutrientes que determine el Mi-
nisterio de Salud y Protección Social (MSPS) y 
de conformidad con ello plantear un nuevo objeto 
y un contenido de la norma que abarque aspectos 
más amplios en el tema de rotulado frontal de ad-
vertencia24.

Esto generaría un avance coherente de esta cla-
se de medidas, especialmente por aquellos produc-
tos sustitutos, en función del principio de igual-
dad. En efecto, ha acontecido que ciertas medidas 
que se han adoptado, entre ellas los impuestos, 
producen la migración a otros productos que son 
igualmente nocivos para la salud. El caso ilustrati-
vo aconteció en México con el impuesto al consu-
mo de los jugos en vez de las bebidas azucaradas 
carbonatadas:

[...] Los productores saben que el segmento de 
las BNC es más sensible a un cambio de precio que 
el de BC, y así logran balancear sus ganancias. Esto 
debe de ser de particular interés para la salud pú-
blica y el gobierno porque las BNC son igualmente 
altas en azúcares aunque al no ser carbonatadas se 
consideran erróneamente más benignas, además su 
marketing está dirigido principalmente a los niños 
[...]25.

De este modo, en el ámbito constitucional, la li-
mitación de una medida que se encuentra en la mis-
ma situación, puede dar lugar a plantear una omisión 
legislativa acorde con lo desarrollado por la Corte 
Constitucional, a saber:

[...] 2.8.39. En conclusión, sobre este punto se 

la omisión legislativa relativa cuando se puede hacer 
la constatación de la falta o ausencia de legislación 
a través de la comparación entre la Constitución y 
una norma o conjunto de normas establecidas previa-
mente por el legislador.

-
ra de la inconstitucionalidad por omisión legislativa 
absoluta, ya que en este caso se carece de compe-
tencia por no existir parámetro de control de cons-
titucionalidad. Sin embargo, se constata que en caso 
de omisión legislativa absoluta la Corte ha venido 
utilizando la herramienta del exhorto para llenar así 
los vacíos de legislación por la vulneración de debe-
24 Corvalán C. Reyes M. Garmendia ML, Uauy R. Struc-

tural responses to the obesity and non  communicable di-
seases epidemic: the Chilean Law of Food Labeling and 
Advertising. Obes Rev. 2013; 14 Suppl 2:79-87.

25 Donde BC, bebidas carbonatadas y BNC, bebidas no 
carbonatadas, “El impuesto a las bebidas azucaradas en 
México, una celebración adelantada”, Gente saludable, 
http://blogs.iadb.org/salud/2016/05/23/impuesto-a las-
bebidas-azucaradas / (10.09.2016).
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res constitucionales de legislación o la protección de 
grupos discriminados.

Por otro lado, se comprobó que la omisión le-
gislativa relativa no solo se predica de la violación 
del derecho a la igualdad o del debido proceso, sino 
también de cualquier elemento que por razones cons-
titucionales debería estar incluido en el sistema nor-
mativo de modo que este no resulte inequitativo, ino-

para analizar si se ha presentado una omisión legis-
lativa relativa el juez constitucional debe valorar en 
el “test de las omisiones legislativas inconstituciona-
les” cinco aspectos:(i) que exista una norma sobre la 
cual se predique necesariamente el cargo; (ii) que la 
misma excluya de sus consecuencias jurídicas aque-
llos casos que, por ser asimilables, tenían que estar 
contenidos en el texto normativo cuestionado, o que 
el precepto omita incluir un ingrediente o condición 
que, de acuerdo con la Constitución, resulta esencial 
para armonizar el texto legal con los mandatos de 
la Carta; (iii) que la exclusión de los casos o ingre-

para los casos excluidos de la regulación legal una 
desigualdad negativa frente a los que se encuentran 
amparados por las consecuencias de la norma; y (v) 
que la omisión sea el resultado del incumplimiento 

al legislador. Como se ha venido estableciendo en 
el presente caso se presenta una inconstitucionalidad 
por omisión legislativa absoluta por la carencia de 
desarrollo de los artículos 307 y 329 de la C. P. en la 
Ley 1454 de 2011 [...]26.

elaborar el siguiente razonamiento, analizando cada 
uno de los cinco requisitos:

(i) Que exista una norma sobre la cual se pre-
dique necesariamente el cargo. Si se adopta esta 
disposición, es indudable que existiría un precepto 
sobre el cual predicar la omisión.

(ii) Que la misma excluya de sus consecuencias 
jurídicas aquellos casos que, por ser asimilables, 
tenían que estar contenidos en el texto normativo 
cuestionado, o que el precepto omita incluir un in-
grediente o condición que, de acuerdo con la Cons-
titución, resulta esencial para armonizar el texto 
legal con los mandatos de la Carta. Como se ha se-

claramente asimilables que, a instancias de dichos 
soportes, deben ser tratados de la misma manera 

trato. De hecho, puede crearse un efecto sustituto, 
por lo menos respecto de ciertos productos y, por lo 

la norma.
(iii) Que la exclusión de los casos o ingredien-

. Muy 

26 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-489 de 27 
de junio de 2012, M. P. Adriana María Guillén Arango.

para excluir unos productos cuando en realidad el 
objeto del proyecto de ley es la garantía del derecho 
a la salud.

(iv) 
genere para los casos excluidos de la regulación 
legal una desigualdad negativa frente a los que se 
encuentran amparados por las consecuencias de la 
norma. Como se ha expresado, se puede comprobar 
que existiría una desigualdad.

(v) Que la omisión sea el resultado del incumpli-
-

tituyente al legislador. La omisión que se detecta 
crea un deber para el legislador de incorporar inte-
gralmente en la regulación la garantía del derecho a 
la salud frente alimentos y bebidas “con endulzantes 
calóricos o azúcares libres”, debiendo incluir, igual-
mente, los alimentos y bebidas envasados procesa-
dos y ultraprocesados.

Así las cosas, se podría colegir que, frente a cier-
tos productos que se excluyen, se produce la omisión 
legislativa relativa, susceptible de ser declarada in-
constitucional, lo cual se plantea en este caso como 
un elemento para ser atendido.

°
Lo que se describe en este acápite debería es-

tar acorde con el o los reglamento(s) técnico(s) 
derivado(s) de la ley que se formule y con la nor-
matividad vigente, la cual ya ha surtido proce-
sos de consulta pública nacional e internacional, 
a excepción de aquellas que tengan que modifi-
carse según la evidencia científica que apoye la 
materia.

De otra parte, atendiendo a la dinámica de esta 

se incluyan en la norma o, eventualmente, tengan 
la capacidad de adecuarse a los cambios que se 
puedan llevar a cabo. En principio, no resulta de-
seable que en la ley se adopten tales nociones pues 
quedarían pétreas frente a la posibilidad de adapta-

existan; de lo que se trata es que las mismas tengan 
referentes claramente adaptables a nivel netamente 
reglamentario.

-
°

En el proyecto, se estipula la obligación por parte 
de este Ministerio de incluir frases de información y 
advertencia en las bebidas azucaradas y en las má-
quinas expendedoras de bebidas azucaradas.

Si se considera que la norma debe establecer los 
lineamientos para formular el rotulado frontal de 
advertencia para calorías, grasa saturada, azucares 

deberán estar a cargo de este Ministerio, este man-
dato no tendría cabida. Tomando como base lo an-
terior, se tiene que los aspectos técnicos deben ser 

que determine el tamaño, la proporción, caracterís-
ticas y contenido de las etiquetas y rótulos, tenien-
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do en cuenta que la información por ellos contenida 
sea visible y de fácil comprensión por parte de la 
población y que estén acorde con el tamaño de los 
empaques.

-
°

Si se parte de conocer que los contenidos de azú-
cares agregados, de sodio, grasa saturada, grasa trans, 

saludable o no, el rótulo que expresa la composición 
de estos nutrientes debe estar en relación con el con-
tenido del alimento. En ese orden, se considera del 
caso que debe delegarse la facultad a esta Cartera 
para que establezca los niveles de contenidos y el 
rotulado frontal de advertencia que será congruente 
con la categoría de alimentos.

Los participantes del estudio liderado por el Insti-
tuto Nacional de Salud sobre conocimientos, percep-
ciones, comprensión y uso de tres formatos de eti-
quetado nutricional, en las elecciones de alimentos 
de consumidores en hogares de Colombia (próximo 
a publicar), recomiendan que el etiquetado se ubique 
en la parte frontal del empaque, el uso de colores 
y la inclusión de la cantidad de nutrientes. Por otra 
parte, teniendo en cuenta la revisión de la evidencia 
del estado del arte del tema a nivel Latinoamericano, 
este Ministerio sugiere utilizar un octágono de color 
rojo con letras en color blanco en donde se consig-
ne si el alimento es alto en grasa saturada, alto en 
calorías, alto en azucares añadidos, y alto en sal, en 

de la Organización Panamericana de la Salud y/o de 
la Recomendación de ingesta de energía y nutrientes 
para la población Colombiana (Cfr. Resolución 3803 
de 2016).

Adicionalmente, es dable manifestar que lo ati-
nente a la publicidad (parágrafo 2°) es necesario que 
se aborde en otra norma.

ículo 5°

En punto a lo indicado, la propuesta del legislador 
en este tema está ligado al valor guía de ingesta de 
azúcares libres que corresponde al 10% del Reque-
rimiento Promedio de Energía por grupo de edad y 
género (Resolución 3803 del 22 de agosto de 2016, 
que establece la recomendación de energía y nutrien-
tes para la población colombiana - RIEN) y no aplica 
al consumo de azucares intrínsecos presentes en las 
frutas y verduras frescas.

El proyecto de ley carece de un régimen sancio-
natorio y tratándose de asuntos pecuniarios no es 
competencia de este Ministerio hacerlo. Tal dispo-
sición contraviene, directamente, la Constitución 
Política.

Al respecto, la Corte Constitucional27 ha in-
sistido que el régimen sancionatorio administra-
tivo debe estar caracterizado, entre otros, por lo 
siguiente:

[...] En cuanto a las sanciones disciplinarias es-
tablece que el profesional que incurra en cualquiera 
de las faltas allí previstas puede ser sancionado con 
censura28, multa29, suspensión30 o exclusión3131 del 
ejercicio de la profesión. La imposición de tales san-
ciones debe regirse por los criterios de graduación 
que la propia ley establece. (Artículo 40 Ley 1123 
de 2007).

Esos criterios de graduación (artículo 45 ib.) es-
(i) Generales, dentro de los cua-

les se ubican algunos de carácter objetivo (la mo-
dalidad de la conducta y sus circunstancias, su tras-
cendencia social, y el perjuicio ocasionado), y otros 
de naturaleza subjetiva (los motivos determinantes 
del comportamiento)32; (ii) de atenuación, como la 
confesión y el resarcimiento o compensación del 
daño33; (iii) de agravación, tales como la entidad de 
los bienes jurídicos afectados, la sindicación infun-
dada a terceros, el aprovechamiento propio o ajeno 
de valores recibidos en virtud del encargo, la concu-
rrencia de copartícipes en el hecho, la existencia de 

27 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-379 de 
23 de abril de 2008, M. P. Humberto Antonio Sierra 
Porto.

28 Conforme al artículo 41 de la ley consiste en la reproba-
ción pública que se hace al infractor por la falta cometida.

29 De acuerdo con el artículo 42 es una sanción de ca-
rácter pecuniario que no podrá ser inferior a un (1) 
smmlv ni superior a cien (100) smmlv, dependiendo 
de la gravedad de la falta, la cual se impondrá en favor 
del Consejo Superior de la Judicatura el cual organi-
zará programas de capacitación y rehabilitación con 
entidades acreditadas, pudiendo incluso acudir a los 
colegios de abogados.

30 La suspensión consiste en la prohibición de ejercer 
la profesión por el término señalado en el fallo. Esta 
Sanción oscilará entre dos (2) meses y (3) tres años. 
Esta sanción podrá agravarse (entre seis meses y 
cinco años) cuando los hechos que originen la im-
posición de la sanción tengan lugar en actuaciones 
judiciales del abogado que se desempeñe o se haya 
desempeñado como apoderado o contraparte de una 
entidad pública.

31 Consiste en la cancelación de la tarjeta profesional y la 
prohibición para ejercer la abogacía.

32 “Artículo 45. Criterios de graduación de la sanción. Se-
rán considerados como criterios para la graduación de la 
sanción disciplinaria, los siguientes:

 A. Criterios generales
 1. La trascendencia social de la conducta.
 2. La modalidad de la conducta.
 3. El perjuicio causado.
 4. Las modalidades y circunstancias en que se cometió 

la falta, que se apreciarán teniendo en cuenta el cuidado 
empleado en su preparación.

 5. Los motivos determinantes del comportamiento”. -
 número 46.519 del 22 de enero de 2007.

33 “[B] Criterios de atenuación. “(...)1. La confesión de 
la falta antes de la formulación de cargos. En este caso 
la sanción no podrá ser la exclusión siempre y cuando 
carezca de antecedentes disciplinarios. 2. Haber pro-
curado, por iniciativa propia, resarcir el daño o com-
pensar el perjuicio causado. En este caso se sancionará 
con censura siempre y cuando carezca de antecedentes 
disciplinarios”.
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antecedentes disciplinarios, y el aprovechamiento de 
una circunstancia de vulnerabilidad en el afectado34 
[...]35.

A todo esto, también se debe tener presente ele-
mentos como los que a continuación se describen:

– Tipicidad, o descripción clara de la conducta 
sancionable.

– Consecuencia por incurrir en la conducta, v. gr., 
la sanción. Debe, igualmente, estar plenamente de-
terminada de tal forma que no se deba acudir a ana-
logías o adaptaciones normativas.

– Proporcionalidad de la sanción, vale decir, co-
rrespondencia entre el comportamiento sancionable 
y el resultado a que ello conduce.

– Entidad competente para su imposición.
Estas disposiciones no pueden ser delegadas al 

norma en estudio no contempla la sanción a imponer 
(dentro de unos parámetros) ni la proporcionalidad 
de ella.

Se considera, así mismo, que no es tarea de este 
Ministerio imponer sanciones sino, esencialmente, y 
como lo expone el Decreto-ley 4107 de 2011:

Artículo 1o.  El Ministerio de Sa-
lud y Protección Social tendrá como objetivos, 
dentro del marco de sus competencias, formular, 
adoptar, dirigir, coordinar, ejecutar y evaluar la 
política pública en materia de salud, salud públi-
ca, y promoción social en salud, y participar en la 
formulación de las políticas en materia de pensio-

profesionales, lo cual se desarrollará a través de 
la institucionalidad que comprende el sector ad-
ministrativo.

El Ministerio de Salud y Protección Social di-
rigirá, orientará, coordinará y evaluará el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud y el Siste-
ma General de Riesgos Profesionales, en lo de 
su competencia, adicionalmente formulará, esta-
blecerá y definirá los lineamientos relacionados 
con los sistemas de información de la Protección 
Social.
34 “(...) C. Criterios de agravación
 1. La afectación de Derechos Humanos.
 2. La afectación de derechos fundamentales.
 3. Atribuir la responsabilidad disciplinaria infundada-

mente a un tercero.
 4. La utilización en provecho propio o de un tercero de 

los dineros, bienes o documentos que hubiere recibido 
en virtud del encargo encomendado.

 5. Cuando la falta se realice con la intervención de varias 
personas, sean particulares o servidores públicos.

 6. Haber sido sancionado disciplinariamente dentro de 
los 5 años anteriores a la comisión de la conducta que se 
investiga.

 7. Cuando la conducta se realice aprovechando las con-
diciones de ignorancia, inexperiencia o necesidad del 
afectado”.

35 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-290 de 2 
de abril de 2008, M. P. Jaime Córdoba Triviño. Igual-
mente, cfr. Sentencia C-379 de 23 de abril de 2008, M. P. 
Humberto Sierra Porto.

A esta altura, no está demás resaltar que al revi-
sar el artículo 154 constitucional se observa que solo 
podrán ser dictadas o reformadas por iniciativa gu-

numeral 7 del artículo 150, es decir, las relativas a la 
estructura de la administración nacional.

En torno a esta exigencia, la Corte Constitucional 
ha expresado:

[...] La Corte ha declarado la inexequibilidad de 
disposiciones en virtud de las cuales el Congreso, 
sin contar con la iniciativa del Gobierno o su aval 
en el trámite legislativo, (i) ha creado entidades del 

una entidad previamente creada; (iii) ha atribuido 
a un ministerio nuevas funciones públicas ajenas 
al ámbito normal de sus funciones; (iv) ha tras-
ladado una entidad del sector central al descentrali-
zado o viceversa; (v) ha dotado de autonomía a una 
entidad vinculada o adscrita a algún ministerio o ha 

ordenado la desaparición de una entidad de la admi-
nistración central. Para la Corte, tales disposiciones 

y su constitucionalidad depende de que haya habido 
la iniciativa o el aval gubernamental [...]36. [Énfasis 
fuera del texto].

Recientemente ha precisado esa Corporación:
-

nistración, en este caso por creación de una entidad, 
-

titución37. El numeral 7 del artículo 150 de la Cons-
titución prevé que dichas decisiones deben llevarse a 
cabo por medio de ley; y, adicionalmente, el segundo 
inciso del artículo 154 de la Constitución establece 
que, entre otras, las descritas en el numeral 7 del artí-
culo 150 de la Constitución “solo podrán ser dictadas 
o reformadas por iniciativa del Gobierno”. Por estas 
razones, al analizar la adecuación constitucional del 

que el mismo haya sido consecuencia de la iniciativa 
gubernamental.

En este sentido, se tiene que el proyecto ahora 
estudiado es fruto de la acumulación de tres proyec-
tos de ley diferentes, uno de ellos presentado por un 
grupo de congresistas –Proyecto de ley número 014 
de 2011 de Cámara–, un segundo proyecto presen-
tado por la Senadora Alexandra Piraquive –Proyec-
to de ley número 45 de 2011 de Senado– y el otro 
presentado por el Gobierno, a través del Ministro de 
Interior y de Justicia –Proyecto de ley número 084 
de 2011 de Cámara–, en el articulado del proyecto 
presentado por el Gobierno no se previó la creación 
de la Unidad Administrativa Especial de las Juventu-
des; por el contrario, la iniciativa para la creación de 
esta entidad surge del artículo 100 a 105 del Proyecto 
de ley número 014 de 2011 de Cámara y de los ar-
tículos 100 a 105 del Proyecto de ley número 45 de 
2011 de Senado.
36 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-889 de 1° 

de noviembre de 2006, M. P. Manuel Cepeda Espinosa.
37 Al respecto, Sentencias C-482 de 2002; C-078 de 2003; 

C-570 de 2004; y C-889 de 2006, entre otras.



Página 28 Viernes, 16 de diciembre de 2016 GACETA DEL CONGRESO  1143

La ausencia de iniciativa legislativa por parte del 
Gobierno nacional constituye un vicio procedimen-

-
tructura de la administración nacional por medio de 
la creación de una entidad, la propuesta debió surgir 
del proyecto por este presentado, en acuerdo con los 
mandatos del artículo 154 y el numeral 7 del artículo 
150, ambos de la Constitución, que prevén la exclu-
sividad del Gobierno en la iniciativa de proyectos 
que, entre otros, creen entidades del orden nacional.

La conclusión de que se está ante un vicio proce-
dimental debe sustentarse, además de en la ausencia 
de iniciativa gubernamental, en que no se haya pre-
sentado durante el trámite legislativo alguna de dos 
situaciones: i) el aval o coadyuvancia del Gobierno 
para que se tramitara esta iniciativa no obstante no 
haber sido por esta propuesta -manifestación ex-
presa durante el iter de creación legislativa-; o ii) la 
aquiescencia: aceptación de que se trámite un tema 
que, estando reservado a su iniciativa, fue presentado 
dentro de un proyecto de distinta autoría [...] 38, 39

De esta manera, la asignación de funciones adi-
cionales a este Ministerio, además de las ya previs-
tas en el Decreto-ley 4107 de 2011, encuentra un 

atribuciones que desbordaría la razón de ser de esta 
entidad, a saber, “[...] formular, adoptar, dirigir, 
coordinar, ejecutar y evaluar la política pública en 
materia de salud, salud pública, y promoción social 
en salud [...]” (artículo 1° ibíd.).

Finalmente, en lo concerniente a los fondos que 
se recauden, se sugiere orientarlos hacia programas 
de promoción del consumo de la alimentación salu-
dable y estrategias de información, educación y co-
municación en el tema y disponer de lo anterior de 

término para regular la materia deviene en cláusulas 
restrictivas de la potestad reglamentaria y por ende 
han sido catalogadas contrarias al ordenamiento. En 
cuanto al límite en el tiempo de dicha facultad, la 
Corte Constitucional ha enfatizado:

[...] 48. Respecto del primer tópico, debe la Sala 
recordar cómo la jurisprudencia constitucional ha 
insistido en que someter la potestad reglamentaria 

-
nocer lo establecido en el artículo 189 numeral 11, 
superior40. Según lo previsto en el referido precepto 
constitucional, la potestad reglamentaria no solo ra-
dica en cabeza del Presidente de la República como 
suprema autoridad administrativa sino que el Presi-
dente conserva dicha potestad durante todo el tiempo 

-
plida ejecución. En otras palabras: el legislador no 
38 Respecto del aval o la aquiescencia pueden consultarse 

las Sentencias C-482 de 2002; C-078 de 2003; C-570 de 
2004; y C-889 de 2006, entre otras.

39 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-862 de 25 
de octubre de 2012, M. P. Alexei Julio Estrada.

40 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-066 
de 10 de febrero de 1999, MM. PP. Fabio Morón Díaz y 
Alfredo Beltrán Sierra.

puede someter a ningún plazo el ejercicio de la po-
testad reglamentaria. Al haber sujetado el artículo 19 
el ejercicio de tal potestad a un plazo, incurrió en un 
práctica que contradice lo dispuesto por el artículo 
189 numeral 11 de la Constitución Nacional, motivo 
por el cual la Sala declarará inexequible el siguiente 
aparte del artículo 19 de la Ley 1101 de 2006: “en un 
plazo no superior a seis (6) meses contados a partir 
de su entrada en vigencia”41.

Se insiste, en consecuencia, que por la naturaleza 
de la potestad reglamentaria, la misma no es suscep-
tible de esta clase de restricciones y así lo ha reitera-
do la Alta Corporación.

Es más, en la Sentencia C-765 de 2012, se dicta-
minó:

[...] Sin embargo, recordando que el poder regla-
mentario es una facultad presidencial autónoma, la 
Corte ha precisado que su ejercicio frente a las leyes 
cuya aplicación corresponde a la Rama Ejecutiva no 
depende de una pretendida habilitación legislativa, 
como también que en ningún caso se extingue esta 
facultad por el agotamiento del término que hubiere 
señalado en la ley. Así, la suprema autoridad admi-
nistrativa tiene entonces competencia para expedir 
decretos reglamentarios respecto de cualquier ley 
que deba ser cumplida por sus subalternos, y puede 
hacerlo sin límite de tiempo, pudiendo incluso modi-

-
rioridad hubiere dictado42 [...]43.

Aun así y sin perjuicio de lo que se viene tratan-
do, el plazo estipulado para la expedición de la nor-
matividad derivada de esta propuesta de ley no ha 
contemplado que se debe surtir procesos de gestión 
y consulta al interior del Ministerio, tanto a nivel na-
cional como internacional, proceso que lleva lapsos 
de tiempo superiores a los proyectados por el legis-
lador.

Es más, esta situación se agrava en mayor medida 
debido a que se está supeditando dicho término a la 
aplicación de la ley (artículo 9°).

2.4. 
Teniendo en cuenta la importancia del tema y la 

necesidad de su regulación integral, este Ministerio 
considera del caso detenerse en las formas a partir de 
las cuales es imprescindible abordar esta temática, 
particularmente en lo atinente a la comunicación del 
riesgo.

De este modo, para la construcción de una ini-

el asociado con la importancia de la información y 
la comunicación de riesgos en salud. Por ende, ha 

-
41 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1005 de 

15 de octubre de 2008, M. P. Humberto Sierra Porto.
42 Cfr., sobre este aspecto, entre otras, las Sentencias C-805 

de 2001 (M. P. Rodrigo Escobar Gil), C-508 de 2002 
(M. P. Alfredo Beltrán Sierra) y C-1005 de 2008 (M. P. 
Humberto Sierra Porto).

43 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-765 de 3 
de octubre de 2012, M. P. Nilson Pinilla Pinilla.
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ción Mundial de la Salud44, en donde se consagra 
que “la comunicación de riesgos es cualquier inter-
cambio determinado de información sobre los ries-
gos entre las partes interesadas”. Dicho concepto 
interactúa de manera constante con la gestión del 
riesgo en salud, dada su vocación en el desarrollo 
de acciones anticipatorias ante la ocurrencia de un 
riesgo. La literatura sobre el punto ha mostrado un 
énfasis importante de la comunicación del riesgo en 
eventos relacionados con emergencias y desastres y 
en la prevención de enfermedades transmisibles, sin 
embargo, dado su carácter transversal, es posible ex-
trapolar sus contenidos a aspectos vinculados con la 
promoción de la salud y la prevención de las enfer-
medades no transmisibles.

En el marco de la garantía del derecho a la ali-
mentación sana y adecuada, el ejercicio de consulta 
entre expertos de la Organización Mundial de la Sa-
lud (OMS) y la Organización de las Naciones Unidas 
para la Alimentación y la Agricultura (FAO) sobre 
la aplicación de la comunicación de riesgos a las 
normas alimentarias sobre inocuidad, brinda orien-
taciones respecto a cómo se puede entender este 
concepto a la luz del tema alimentario. De hecho, lo 

“como un proceso interactivo de intercambio 
de información y opinión sobre el riesgo y factores 
asociados con el riesgo con los evaluadores y gesto-
res de riesgos y con los consumidores y otras partes 
interesadas”45.

Así mismo, ha señalado que “La comunicación 
-

ciados con los peligros reales o percibidos de los ali-
mentos es un componente esencial e integrante del 
proceso de análisis de riesgos”46.

Se han catalogado como objetivos generales de la 
comunicación del riesgo, por ejemplo, producir un 
público informado que esté involucrado, interesado, 

y colaborativo47; así como también, ofrecer informa-

claros y comprensibles destinados a un público con-
44 World Health Organization (WHO). Water Quality: Gui-

delines, Standards and Health. Edited by Lorna Fewtrell 
and Jamie Bartram. 2001. Pubtished by IWA Publishing, 
London, UK. ISBN: 1 900222 28 0. Versión Original 
“Risk communication is any purposeful exchange of in-
formation about risks between interested parties”.

45 “En este contexto del informe, entre las partes interesa-
das se pueden incluir los organismos gubernamentales, 
los representantes de la industria, los medios de comuni-

organizaciones de consumidores y otros grupos de inte-
rés públicos y particulares interesados”.

46 Aplicación de la comunicación de riesgos a las normas 
alimentarias y a las cuestiones relacionadas con la ino-
cuidad de los alimentos Informe de una Consulta Mixta 
de Expertos FAO/OMS Roma, 2-6 de febrero de 1998.

47 World Health Organization (WHO). Water Quality: Gui-
delines, Standards and Health. Edited by Lorna Fewtrell 
and Jamie Bartram. 2001. Published by IWA Publishing, 
London, UK. ISBN: 1 900222 28 0. Versión Original 
‘‘the overall goal of risk communication should not be 
to diffuse public concerns but should be to produce an 
informed public that is involved, interested, reasonable, 
thoughtful, solution-orientated and collaborative”.

creto48 -
ran el tema de alimentos, se destacan el intercambiar 
información sobre conocimientos, aptitudes, valo-
res, prácticas y opiniones de las partes interesadas 
acerca de los riesgos asociados con los alimentos 
y temas conexos. Surgen de lo precitado, elementos 
que van estructurando la necesidad del por qué in-
formar de forma adecuada a la población acerca de 
situaciones que constituyan o puedan constituir ries-
gos para la salud.

puntos de acuerdo en lo que debe guiar cualquier 
ejercicio de construcción de estrategias de comu-
nicación del riesgo: 

 Dentro de las características de la 
audiencia receptora y el contenido y calidad de la 
información, se encuentra un elemento clave en el 

ese es aquel relacionado con que los mensajes deben 
ser adaptados para que respondan a los intereses, va-
lores, niveles de educación y la comprensión de los 
diferentes públicos a los cuales se pretende llegar.

Ahora bien, previo a que el mensaje llegue de 
manera efectiva al público, debe considerarse el cri-
terio subjetivo de la credibilidad, factor que se halla 
permanentemente en los receptores y que según con 
el modelo sicosocial, está conformado por dos di-

La primera 
dimensión hace referencia a la medida en la cual el 
responsable del mensaje (comunicador) es percibido 
como capaz de realizar planteamientos correctos. La 

percibe a un comunicador capaz de hacer plantea-
mientos que él o ella consideran verdaderos o vá-
lidos49. Diferentes investigaciones consideran que 

honestidad, limitadamente resultarán en un cambio 
de actitud a medio-largo plazo en la población50, 51.

Autores como Kjaernes y Dulsrund52, ubican 
tres contextos en los que la credibilidad se genera: 
1) individual (actitudes personales hacia un produc-
to o acción), 2) estructural u orientada al sistema, 
haciendo con ello referencia por ejemplo al tipo de 
control establecidos por los distintos agentes res-
ponsable de mantener la seguridad de los alimentos 
y, 3) relacional o social, un ejemplo de lo cual sería 
la posibilidad de disponer de opciones diversas para 
la adquisición de alimentos seguros.
48 Aplicación de la comunicación de riesgos a las normas 

alimentarias y a las cuestiones relacionadas con la ino-
cuidad de los alimentos Informe de una Consulta Mixta 
de Expertos FAO/OMS Roma, 2-6 de febrero de 1998.

49 Hovland Cl, Janis IL, Kelley HH. Communication and 
persuasiveness: Psychological studies of opinión chan-
ge. New Haven, CT: Yale University Press, 1953.

50 Ibíd.
51 PERCEPCIÓN DEL RIESGO EN COMUNICACIÓN: 

EL CASO DE LOS ALIMENTOS TRANSGÉNICOS 
Piedad Martín Olmedo. Doctora en Farmacia y Profeso-
ra de la Escuela Andaluza de Salud Pública. IV Ciclo de 
Conferencias sobre Alimentación Fuera del Hogar. Má-
laga, del 5 al 7 de octubre de 2005.

52 Kjaernes U, Dulsrud A. Consumption and mechanisms 
of trust. The Sociology of Consumption, Milán 16-17 
September 1998.
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La percepción del riesgo del ciudadano medio, 
según investigaciones, es diferente a la que tienen 
los llamados “expertos”, en donde se incluyen cien-

-
neo53, 54. En consonancia a lo precitado, el texto 
“Percepción del Riesgo en Comunicación: El Caso 
de los Alimentos Transgénicos”, describe la situa-
ción de la siguiente manera:

[...] El riesgo tiene muchos atributos distintos. Así 

-
cables del riesgo, el público se centra en aspectos 
cualitativos condicionados por los modelos cultura-
les y sociales que los seres humanos utilizan para in-
terpretar lo que les rodea. La familiaridad con ciertos 
riesgos puede hacer que se acepten o se ignoren, al 

aceptación social. Si la gente cree que puede tomar 
medidas para delimitar o evitar un riesgo, es más 
probable que lo acepte. Recíprocamente, los riesgos 
que no son familiares y que van en contra de nuestros 
valores parecen más amenazadores [...]55.

En el texto de referencia se incluye también, un 
interesante y útil análisis sobre el modelo sicométri-
co desarrollado por Paul Slovic y sus colegas y reto-
mado por Sparks y Shepherd aplicado al campo de 
la seguridad alimentaria56, en donde se obtuvo como 
hallazgo que el 87% de la variabilidad en la percep-
ción de la población frente a riesgos alimentarios era 
atribuible a tres grandes dimensiones:

1) La Severidad, incluyendo en ella aspectos 
como “preocupación, gravedad de las consecuencias 
para futuras generaciones”, “amenaza de propaga-
ción general con consecuencias desastrosas”;

2) Desconocimiento sobre el riesgo, abarcando 
con ello aspectos tales como “conocido por la pobla-
ción”, “caracterizado por la ciencia” y “seguridad y 
exactitud en las valoraciones”; y

3) Número de personas afectadas.
Habiendo examinado los contenidos generales 

de la comunicación del riesgo y algunos contenidos 
puntuales en el caso de la alimentación, es menes-
ter abordar ahora, la categoría relativa al rotulado y 
los mensajes de advertencia en ciertos alimentos y 
productos de consumo humano, como parte de las 
acciones de información a la comunidad sobre po-
sibles consecuencias nocivas ante su consumo. En 
este apartado es necesario hacer alusión a la expe-
riencia regulatoria chilena, que según el Informe de 
53 Comunicación de la Comisión sobre la obtención y uti-

lización de asesoramiento por la Comisión: principios y 
directrices. “Fortalecimiento de la base de conocimien-
tos para mejorar las políticas”. Boletín UE 12-2002.

54 Slovic P. The Legitimacy of Public Perceptions of Risk. 
Journal of Pesticide Reform 1990; 10(1): 13-15.

55 Martín, P. (2005). Percepción del Riesgo en Comunica-
ción: El Caso de los Alimentos Transgénicos. En: http://
helvia.uco.es/xmlui/bitstream/handle/10396/3991/14.
pdf?seauence=1 (25.11.2016).

56 Sparks P, Shepherd R. Public perceptions of the potential 
hazards associated with food-production and food-con-
sumption: an empirical study. Risk Analysis 1994; 14: 
799-806.

la Comisión de Salud57 reconoce la urgencia de la 
construcción de un marco regulatorio especial sobre 
seguridad alimentaria y alimentación saludable que 
recoja los principios y orientaciones internacionales 
y los haga aplicables en el plano nacional, orientan-
do al consumidor hacia patrones de conducta salu-
dable y advirtiéndola al mismo tiempo sobre los ries-
gos de consumir alimentos nocivos para su salud.

Para concluir en tan importante decisión, el Esta-
do chileno tuvo que realizar un ejercicio de análisis 
que derivó en el documento -

-
 del cual resultan 

pertinentes para este análisis las siguientes conside-
raciones técnicas, a saber:

i. El proceso de diseño de una advertencia debe 
involucrar tres actores fundamentales:

quienes se les quiere advertir respecto a los riesgos 
de un producto, ya sea en su consumo o uso.

– Organizaciones: públicas o privadas que pro-
veerán los espacios y/o directrices para el uso de 
estas advertencias.

– Fabricantes: quienes desarrollarán y/o produ-
cirán los bienes en los que se aplicarán o usarán las 
advertencias.

Por esta razón, un proceso de diseño completo 
será aquel que tenga en cuenta todo el contexto, 
esto es así pues cada grupo de actores introduce 
características y limitaciones que deben ser consi-
derados en el desarrollo de las comunicaciones de 

58.
-

ponentes del mensaje, cada uno de los cuales tiene 
un propósito diferente: (1) Palabras para llamar la 

-
ción de las consecuencias si se expone al peligro, (4) 
Directrices para evitar el peligro59.

– Los cuatro términos de advertencia más comu-
nes (y las recomendadas para su uso por el Instituto 
Nacional Americano de Normalización) son Peligro, 
Advertencia, Precaución y Aviso. Estudios han 
examinado las percepciones y la comprensibilidad 
de riesgo asociados a las palabras de advertencia.
57 Nuevo informe Comisión de Salud Senado. Fecha 18 de 

junio de 2008. Cuenta en Sesión 30, Legislatura 356. 
Historia de la Ley número 20.606 Sobre Composición 
Nutricional de los alimentos y su publicidad. Biblioteca 
del Congreso Nacional de Chile.

58 Research-based guidelines for warning design and eva-
luation, Michael S. Wogaltera, Vincent C. Conzola a, 
Tonya L. Smith-Jackson b,* a Department of Psycholo-
gy, North Carolina State University, 640 Poe Hall, Ra-
leigh, NC 27695-7801, USA b The Grado Department of 
Industrial and Systems Engineering, Virginia Polytech-
nic Institute and State University, 250 Durham Hall, CB 
0118 Blacksburg, VA 24061, USA.

59 An effectiye warning consists of fourmessage compo-
nents (e.g., Wogalter et ál., 1987a, b), each of which 
serves a different purpose: (1) signal word to attract at-

of consequences if exposed to hazard, (4) directives for 
avoiding the hazard.
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y completa. Al mismo tiempo, la designación del 
peligro no debe ser tan larga que pocas personas se 
tomen el tiempo y esfuerzo para leerlo. Por lo tan-
to, hay una necesidad de equilibrar la integridad y la 
brevedad.

lesión proporciona más información e informa a las 
personas por qué es relevante que se cumplan.

– Instrucciones para evitar peligros deben descri-

(o evitar) por el receptor de advertencia para un com-
portamiento seguro.

se presentan próximas (en tiempo y espacio) al 
peligro.

comunican conceptos simples y concretos, y son me-
-

tractos. Sus principales características son la legibi-
lidad y la comprensión.

-
cia es disminuir la cantidad y la magnitud de los 
riesgos a los que se expone la población.

1.1 Para lograr este objetivo general, una adver-
tencia debe alcanzar dos objetivos intermedios:

– Atraer la atención de la audiencia objetivo, y
– Entregar información comprensible que le per-

mita a esta audiencia tomar una decisión informada 
respecto al uso del producto.

1.2 En cuanto al diseño de los mensajes ha de 
tenerse en cuenta que:

del producto), mayor efectividad; usar letras gruesas, 
además de bordes gruesos y coloridos; las etiquetas 
en colores son percibidas como más legibles y en-
tendibles. 

-
cie delantera del envase del producto, de preferencia 
en la esquina superior derecha. 

– Para maximizarla efectividad del mensaje, este 
debiera contener 4 componentes: palabra señal, ex-
plicación de la naturaleza del riesgo, consecuencias 
asociadas al mal uso, instrucciones para evitar el 
riesgo. 

– El uso de lenguaje sencillo facilita la compren-
sión del mensaje por el público general, aunque pue-

– El uso de símbolo, logo u otra información vi-
sual debería utilizarse para apoyar el mensaje.

– La rotación de las consecuencias negativas del 
mensaje aumenta su efectividad al evitar su “desgaste”.

– Es recomendable la inclusión de una fuente 
-

nos autoritaria posible y que “se haga cargo” de la 
advertencia.

– Es vital apoyar la implementación del etiqueta-
do con una campaña comunicacional. 

– No existen ejemplos de implementación de 
mensajes de advertencia nutricionales a gran escala 
exceptuando a Finlandia; gran parte de los ejem-

de ciertos nutrientes conducidos por organismos 
particulares. 

– Gran parte de la evidencia en relación a efecti-
vidad de los mensajes de advertencia provienen del 
ámbito del alcohol y del tabaco, pero podría ser apli-
cable para el área de mensajes de advertencia nutri-
cionales.

Para el caso colombiano debe llamarse la aten-

y rotulado frontal de advertencia (haciendo alusión 
al mensaje de advertencia en general) para así evi-
denciar que cada uno de estos conceptos requiere 
regulaciones diferentes. Según el artículo 3° de la 

Rotulado 
 “Toda descripción conte-

nida en el rótulo o etiqueta de un alimento destina-
da a informar al consumidor sobre el contenido de 
nutrientes, propiedades nutricionales y propiedades 
de salud de un alimento”. Por su parte el Rotulado 
frontal de advertencia se considera como frases o 

riesgo para la salud que tiene el consumo excesivo o 
nocivo de un nutriente de interés en salud pública tal 
como sodio, grasa saturada, y grasas trans; energía, 
azúcar añadida, entre otros. Estos deben ser visibles 
y de fácil comprensión.

3. CONCLUSIÓN
Si bien se considera que el proyecto de ley con-

tiene un avance, se encuentran ciertos aspectos que 
afectan su conveniencia y, algunos de ellos, son in-
constitucionales. Se propone, así mismo, una regula-
ción más integral de la materia.

En estos términos, se presenta la posición del Mi-
nisterio de Salud y Protección Social en lo relativo a 
la iniciativa legislativa de la referencia.

Atentamente,

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA.
Bogotá D. C., a los catorce (14) días del mes de 

diciembre del año dos mil dieciséis (2016)
En la presente fecha se autoriza la publicación en 

 de la República, las siguientes 
Consideraciones.

Concepto: Ministerio de Salud y Protección 
Social.

Refrendado por: Alejandro Gaviria Uribe.
Al Proyecto de ley número: 07 de 2016 Senado, 

por medio de la cual se establecen normas sobre la 
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información nutricional, el etiquetado de las bebidas 
azucaradas y se dictan otras disposiciones - ley para 
el consumo informado del azúcar.

Número de Folios: Treinta y uno (31).
Recibido en la Secretaría de la Comisión Sép-

tima del Senado el Día: Martes (13) de diciembre 
de 2016. 

Hora: 3:50 p. m.
Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el 

inciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 de 2011.
El Secretario,

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2016
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